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Resumen 

Título en español: La Fiscalía General de la Nación como instrumento de represión dentro del marco del 

Estallido Social en Colombia (2021) 

La criminalización de la protesta en el marco del estallido social del 2021,  fue una estrategia del gobierno de 

Iván Duque Márquez, para reprimir la protesta social, con acciones político judiciales, que derivaron en una 

Fiscalía General de la Nación, que  se salió de su misionalidad de garantizar el acceso a la justicia de los 

habitantes del territorio nacional, por medio de la investigación de las conductas punibles en el marco del debido 

proceso; de su deber de  proteger los derechos a la verdad y a la reparación de las víctimas, .para convertirse en 

un arma de Estado para la criminalización de la protesta, de victimización, sometimiento y estigmatización de 

los manifestantes, reforzado por los grandes medios de comunicación, los abusos de la fuerza pública y aquellos 

sectores indolentes de la población que no sufren los impactos de la pobreza y la exclusión.  

La estrategia estuvo enmarcada en el cambio de directiva del ente acusador, para inducir a los fiscales a la 

instrumentalización del código penal para formular cargos sobre delitos que resultan desproporcionados en el 

marco de la protesta social y pasan por encima de las disposiciones internacionales para proteger el derecho a 

la protesta social, como los delitos de terrorismo y tortura.  Asimismo, desde la Fiscalía, se impulsó la 

estigmatización de las organizaciones de jóvenes, llamadas “Primeras Líneas”, como Grupos Armados 

Organizados (GAO). Es así que los casos de los jóvenes judicializados fueron investigados por las distintas 

divisiones delegadas de investigación contra el crimen organizado.   

Palabras clave: Fiscalía, Represión, Estallido Social, Criminalización, Protesta Social, Victimización.  

 

 

 

 

 

 

 

 



Abstract 

Title in english: The Attorney General's Office as an instrument of repression within the framework of the 

Social Outbreak in Colombia (2021) 

The criminalization of protest within the framework of the social outbreak of 2021 was a strategy of the 

government of Iván Duque Márquez, to repress social protest, with judicial political actions, which led to an 

Attorney General's Office, which went beyond its limits. mission of guaranteeing access to justice for the 

inhabitants of the national territory, through the investigation of punishable conduct within the framework of 

due process; from its duty to protect the rights to truth and reparation of victims, to become a State weapon for 

the criminalization of protest, victimization, subjugation and stigmatization of protesters, reinforced by the 

major media, the abuses of the public force and those indolent sectors of the population that do not suffer the 

impacts of poverty and exclusion. 

  

The strategy was framed in the change of directive of the prosecuting body, to induce prosecutors to 

instrumentalize the criminal code to formulate charges for crimes that are disproportionate in the framework of 

social protest and go beyond international provisions to protect the right to social protest, such as the crimes of 

terrorism and torture.  Likewise, the Prosecutor's Office promoted the stigmatization of youth organizations, 

called “First Lines”, as Organized Armed Groups (GAO). Thus, the cases of the young people prosecuted were 

investigated by the different divisions delegated to investigate against the organized critic. 

 

Keywords: Prosecutor's Office, Repression, Social Uprising, Criminalization, Social Protest, Victimization. 
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Introducción 

 

La protesta social no ha alcanzado la categoría de derecho para los pueblos latinoamericanos, sino que ha 

sido una necesidad en su camino hacia su liberación, su dignidad y la consecución de sus derechos humanos 

y fundamentales. Las sociedades latinoamericanas no solo se enfrentan al aparato represor del Estado, sino 

a los poderes económicos, que están dispuestos a reducir su derecho con el fin de que este no trascienda la 

letra muerta de las constituciones.  

 

El poder del aparato represor de los Estados para producir leyes que restringen el derecho a la protesta y 

generan pánico social a su criminalización, es un tema de preocupación de los organismos internacionales, 

lo que ha derivado en la judicialización de manifestantes por delitos desproporcionados, violando los 

estándares internacionales.  

 

En el marco del estallido social en Colombia, la oficina del alto comisionado para los derechos humanos 

manifestó su preocupación por el accionar judicial con la formulación de cargos a manifestantes por delitos 

graves, lo que no solo desalienta la protesta social, sino que implica el uso del código penal como arma de 

represión.   

 

El cambio de directiva de la Fiscalía en el 2021 en cabeza del exfiscal Francisco Barbosa, para enfrentar el 

Estallido Social durante el gobierno del presidente Iván Duque Márquez, estuvo dirigida a implementar una 

acción punitiva como prima ratio para reprimir la protesta y judicializar a los manifestantes. Fue tan 

evidente este abuso del poder punitivo del Estado, que la ONU reconoció que la nueva directriz derogó los 

lineamientos establecidos sobre los procedimientos en manifestaciones, afirmando que el documento 

anterior a la llegada de Barbosa, es decir, la Directiva 0008 de 2016, del exfiscal Eduardo Montealegre, se 

ajustaba a los estándares internacionales de Derechos Humanos y a las recomendaciones presentadas por 

esa Oficina al Estado Colombiano.    

 

El 23 de marzo de 2023 expertos de la ONU en un comunicado de prensa de procedimientos especiales, 

desde Ginebra, Suiza, solicitaron  a Colombia que dejara de utilizar indebidamente las medidas 

antiterroristas y los delitos penales graves, como el delito de terrorismo, para procesar a personas por 

participar en protestas contra las políticas del Gobierno, lo que significó una alerta sobre el interés represivo 

de la directiva de la FGN emitida en el marco del estallido social, por el entonces fiscal Francisco Barbosa.  

 

En el primer capítulo de este trabajo se evidencia las herramientas y estrategias del Estado, los medios de 

comunicación por parte de la Fiscalía, para estigmatizar y reprimir el ejercicio de la protesta en el marco 

del Estallido Social; en el segundo capítulo, se hace un análisis de las normas que rigen la protesta social 

en Colombia, y en el tercer capítulo se desarrolla un estudio comparativo de tres directivas de la Fiscalía, 

emitidas en tres líneas de tiempo diferentes, que permiten concluir cómo se instrumentalizó el Código Penal 



como política represiva y punitiva contra el ejercicio de la protesta social.  Asimismo, se exponen casos de 

personas que fueron judicializadas bajo estas políticas punitivas y cómo estas impactaron sus procesos.  

Finalmente, la investigación puede superar la hipótesis y llega a concluir que el accionar de la FGN, es 

usada como arma de represión del Estado, abandonando su misionalidad y mostrando su alineación política 

con el ejecutivo de turno, apartándose de la ética y la independencia que debe acompañar a la justicia.  

Capítulo I: La protesta social  

 

 

1.1    El origen de la protesta social   
 

Según el filósofo Erique Dussel para que el poder pueda ser legítimo, solo puede residir en la comunidad 

política; cuando este no reside allí y la comunidad política no tiene la potestad de conducir su destino y 

determinar las soluciones para su buen vivir, surge allí el origen de la disputa que se traslada a las calles 

como protesta social. Cuando el poder no es obediencial sino un poder para mandar, y peor aún, para 

arrebatar lo que a la comunidad política le pertenece; la disputa es interminable, en principio, puede ser 

solo para hacerse escuchar, pero al final, siempre se buscará que el poder vuelva a donde debe residir, al 

orden ético y fundamental que reviste a la etimología de la palabra democracia, de la cual ha sido despojada. 

 

El poder político no se toma como cuando se dice: "intentaremos por una revolución la loma del 

poder del Estado". EI poder lo tiene siempre y solamente la comunidad política, el pueblo. Lo tiene 

siempre, aunque sea debilitado, acosado, intimidado, de manera que no pueda expresarse. EI que 

ostenta la pura fuerza, la violencia, el ejercido del dominio despótico o aparentemente legítimo, es 

un poder fetichizado, desnaturalizado, espurio, que aunque se llame poder consiste por el contrario 

en una violencia destructora de lo político como tal el totalitarismo es un tipo de ejercicio de la 

fuerza por medios no políticos, policiacos o cuasi-militares, que no puede despertar en los 

ciudadanos la adhesión consensual fuerte de voluntades movidas por razones de libres que 

constituye propiamente el poder político”. 1 

 

La protesta social suele tener una mirada primaria, que escasamente se detiene en las razones materiales 

que la originan en el momento en que esta se produce, como pueden ser la creación de impuestos, mal 

estado de las vías, alzas de los servicios públicos, etc, y otra mirada, que obedece a las ocasionadas en 

momentos de coyunturas políticas, pero carece la protesta social de una mirada a su origen, a la desviación 

del poder original. No se reconoce que la protesta social existe porque el poder ha sido usurpado, 

fetichizado, como lo llama el filósofo Enrique Dussel, porque este no reside en el verdadero dueño, en la 

comunidad política.  

La protesta social es una consecuencia de la degradación del concepto del poder y de llamar democracias a 

los sistemas donde el poder no reside en el pueblo ni es este el soberano.   

 

 
1 DUSSEL, Enrique. 20 TESIS DE POLÍTICA. (2006). Pág. 26. México. Siglo XXI Editores. ISBN 968-23-2626-5 



 
 

Ese poder espurio, también ha degradado los conceptos, y en este caso el concepto de democracia ha sido 

fetichizado buscando imponer la “democracia representativa” como “voluntad popular”, derivado de un 

voto de confianza, un cheque en blanco, sin ninguna garantía de cumplimiento ni posibilidad alguna de 

castigo para el traidor, para el usurpador.  

 

La “democracia” se instauró como un poder delegado sin garantía, que reside en la esperanza de la 

comunidad política, esperando que aquel al que le firmó ese cheque en blanco le conceda sus derechos. La 

comunidad se transforma en mendiga de lo que le pertenece, sale a las calles a mostrar a gritar su 

indignación por el engaño, un círculo interminable, una burla sin escrúpulos. 

 

 

 

Gráfico 1 De la Potentia a la Potestas  

 
2 

 

Fuente Dussel, Enrique. 20 TESIS DE POLÍTICA. (2006). Pág. 27. Op cit., p.27  

 

El ejercicio delegado del poder puede derivar en dos opciones antagónicas: la b, que es positiva y obedece 

a la voluntad de la comunidad política que representa, y la d, negativa, que se aprovechó del poder delegado 

para burlar a esa comunidad política desconociendo su voluntad.  

 
2 Grafica. DUSSEL, Enrique. 20 TESIS DE POLÍTICA. (2006). Pág. 27. México. Siglo XXI Editores. ISBN 968-

23-2626-5 [Consultado: 21 de febrero de 2024]. 



 

La potestas representada en el poder legislativo y ejecutivo, no es la expresión de la voluntad popular. El 

voto popular representa, en el caso del presidente el voto por un programa de gobierno, y en el caso del 

Congreso, la confianza en que los proyectos presentados representen ese programa de gobierno. Sin 

embargo, la comunidad política, en el caso colombiano, dentro de la Constitución no tiene herramientas 

para castigar al que traicione el poder delegado, no hay revocatoria del mandato presidencial ni de 

congresistas.  

 

En la entrega de ese poder delegado a través del voto popular, el juego democrático es desigual y antietico, 

pues la comunidad política no conoce el juego con todas sus condiciones, mientras el que busca ser 

delegatario conoce y sabe que no hay ninguna herramienta en el marco constitucional que lo obligue a 

cumplir con la voluntad popular, sino que puede hacer su voluntad. Una relación sin duda perversa. La 

potentia debilitada se convierte en víctima de una potestas engañosa.  

 

Esa potestas que busca el voto con apariencia de poder obediencial, pero una vez se alza con el cargo de 

elección popular, abandona el poder de obediencia y toma el poder fetichizado para hacer su voluntad y 

saquear el Estado, como común denominador.  

 

La potentia no es reconocida en la constitución colombiana, más que en palabras aduladoras, pero está 

despojada constitucionalmente de toda herramienta que le permita ejercer su poder sobre la potestas.  

 

Le deja entonces la rogativa como desahogo social, representado en “el derecho a la protesta”, pero con los 

límites y los castigos que la potestas le imponga por excederse.  

 

La potestas usa el poder “legitimado” por el voto popular para debilitar la potentia criminalizándola y 

usando el poder de hacer leyes contra la potentia.  Se impone entonces la potestas negativa, ante el 

debilitamiento de la potentia, la pérdida de su poder y la fuerza para recuperarla.  

 

 

1.1.1 ¿Es la protesta social un derecho? 

 

Si la protesta reside en el pueblo soberano, ¿por qué tendría un pueblo que protestar? porque las protestas, 

el ejercicio delegado del poder desconoció al soberano, al que le delegó el poder y ahora lo usa para 

arrebatarle lo que le pertenece. 

 

¿Es entonces la protesta social una consecuencia del ejercicio fetichizado del poder o un derecho? ¿Es el 

síntoma de un pueblo abusado y vulnerado al que se le usurpó su poder o un derecho? 

Es el síntoma de un pueblo abusado y vulnerado al que se le usurpó su poder o un derecho, y ahora lo 

gobiernan no para obedecerlo, sino para saquearlo y manipularlo.  

 

 

 

Afirma la CIDH que la protesta es fundamental en la defensa de la democracia, pero lo cierto es que, si esa 

democracia fuera real, no habría nada que defender; la protesta social existe, justamente porque no hay 



democracia, lo que hay es una plutocracia disfrazada de democracia. Hay que decir, en voz alta, que el 

concepto de “libre juego democrático” al que se refiere la CIDH, es aberrante, y plantea la democracia 

como un vulgar juego donde hay ganadores y perdedores, donde los perdedores deben someterse. Es un 

concepto sin construcción de comunidad, sin construcción de Estado.  

 

En las plutocracias disfrazadas de democracias, son los más débiles los llamados a la desventura de la 

condición de perdedores. 

 

Afirma la CIDH:  

 

“La protesta también juega un papel central en la defensa de la democracia y los derechos humanos. 

De acuerdo a los instrumentos del sistema interamericano, el ejercicio conjunto de estos derechos 

fundamentales hace posible el libre juego democrático. De acuerdo a los instrumentos del sistema 

interamericano, el ejercicio conjunto de estos derechos fundamentales hace posible el libre juego 

democrático.” 3 

 

Estos conceptos emitidos por organismos como la CIDH, generan la semiótica de que la protesta social es 

un “gran derecho”, porque permite defender los derechos humanos y la democracia, como si se tratara de 

algo que hay que “defender” y no algo que es un imperativo en las llamadas democracias, que, al menos, 

conceptualmente, son un sistema político donde la soberanía reside en el pueblo. 

 

La definición de protesta de la CIDH, no menciona a esta como un ejercicio de poder del pueblo o del 

ciudadano, sino que la reduce a una herramienta para expresar ideas, opiniones, visiones, críticas, una 

herramienta de denuncia, etc, pero de ningún modo le otorga un poder transformador, y menos aún 

transgresor, lo que deja al ejercicio de la protesta  sin ningún poder vinculante y a quienes la ejercen como 

un desfile de exposición y desahogo de su inconformidad, donde no se debe pasar de la expresión del 

desacuerdo.  

 

Según la CIDH, la protesta no es más que una herramienta, pero no le interesa la consideración de que es 

una respuesta a la usurpación del ejercicio legítimo del poder. La CIDH es un organismo que forma parte 

del sistema de poder fetichizado y sus conceptos sirven al mantenimiento y legitimación ficticia del mismo. 

 

La CIDH afirma: 

 

La protesta es una forma de acción individual o colectiva dirigida a expresar ideas, visiones o 

valores de disenso, oposición, denuncia o reivindicación. Como ejemplos pueden mencionarse la 

expresión de opiniones, visiones o perspectivas políticas, sociales o culturales; la vocalización de 

apoyo o crítica relativas a un grupo, partido o al propio gobierno; la reacción a una política o la 

denuncia de un problema público; la afirmación de la identidad o visibilización de la situación de 

discriminación y marginalización de un grupo”.  4 

 

 
3 CIDH, Protesta y Derechos Humanos. (2019) Pág. 1. 
4 CIDH, Protesta y Derechos Humanos. (2019) Pág. 5. 



Un abismo conceptual entre el concepto de la CIDH y el del filósofo Enrique Dussel, que reafirma en el 

poder participativo del pueblo el fundamento para el cumplimiento de las reivindicaciones, así como su 

fuerza protectora e innovadora.  La democracia es directa o no lo es; sin participación la democracia es un 

fraude. La protesta es la respuesta a decisiones sin la consulta a la comunidad política: sin su participación, 

desconociendo su decisión y su expresión, es el grito por el poder hurtado.  El consenso es un elemento 

constitutivo para la legitimación de una decisión de democracia real, por eso el poder ha de ser 

comunicativo, abierto, no hay allí perdedores y ganadores.  

 

 

Dice Dussel frente al poder:  

 

Es entonces, un "poder comunicativo" Cuando más participación hay de los miembros singulares 

en la comunidad de vida, cuando más se cumplen las reivindicaciones particulares y comunes, por 

convicción razonada, el poder de la comunidad, el poder del pueblo, se transforma en una muralla 

que protege, y en un motor que produce e innova. 5  

 

La protesta social solo puede convertirse en un verdadero derecho, si está dotada de la fuerza vinculante 

que obligue a quienes ostentan la potestas a resolver las demandas y a obedecer la decisión de la comunidad 

política. No corresponde a un derecho la protesta social si la misma no está dotada del eje fundamental del 

poder político de un Estado. El escenario de la protesta social debiera convertirse en un tribunal de 

juzgamiento a quienes ejercen el poder delegado.  

 

Las protestas sociales en las llamadas democracias latinoamericanas, no son otra cosa que la representación 

del fracaso de la democracia representativa, que se convirtió en una aberración que osa usar el favor de los 

pueblos, para, una vez tomado el poder, traicionarlos. Entre otras cosas, porque la construcción de la 

democracia representativa es perversa en sí misma, al no concebir al receptor de la elección, como un sujeto 

obligado a obedecer el mandato de su comunidad.  En una estafa macabra a los pueblos, se les deja 

“PROTESTAR” pero sin incidencia, y ante esa ausencia de incidencia, las vías de hecho se convierten en 

la forma en la que los pueblos buscan la potentia perdida.  

 

La protesta social es la respuesta al ejercicio negativo de la potestas.   

 

Vale la pena resaltar, que en Colombia los llamados mecanismos de participación ciudadana, dependen del 

aval del legislativo, en el caso de convocatorias por iniciativa del ejecutivo, y de recolección de apoyos en 

el caso de iniciativas ciudadanas; lo que genera que estas estén distantes del alcance del ciudadano, y hagan 

del ejercicio de democracia directa una utopía. De tal manera que la distancia deliberativa de las masas 

populares es enorme e inalcanzable para el común de la ciudadanía.   Ley 1757 de 2015 artículo 3.  

La ley no contempla apoyo ni económico ni logístico para los ciudadanos convocantes de mecanismos de 

participación ciudadana.  

 

 
5  DUSSEL, Enrique. 20 TESIS DE POLÍTICA. (2006). Pág. 25. México. Siglo XXI Editores. ISBN 968-23-2626-5 



La dificultad de acceso a los mecanismos de participación, es la muestra del cómo se planteó debilitar la 

potentia desde la constitución y las leyes, lo que explica que la protesta social quede como única alternativa 

para hacer visibles los reclamos, pero sin ninguna obligación ni legal ni constitucional de ser atendidos.  

 

La ley no contiene norma alguna que haga de la protesta social un mecanismo vinculante, al menos, para 

obligar escenarios de solución y respuesta a la ciudadanía.  

 

La protesta social es una expresión de impotencia, de imposibilidad de incidencia y de ruptura de 

comunicación con el poder delegado. ¿Cómo es que se llama a eso un derecho? 

 

. 

1.1.2.  La sin razón en la protesta social 

 

La CIDH destaca que el derecho a la protesta tiene una fuerte interconexión con el derecho a la libre 

expresión y al derecho de reunión,6 especialmente en lo que se refiere a la relación con la libre expresión 

deriva en unas complejidades sobre los límites de la libertad de expresión en sociedades deshumanizadas y 

que han caído en los antivalores del sectarismo, ya advertía sobre esto el sociólogo Orlando Fals Borda, 

señalando que muchas palabras están atadas a las emociones y que se les da un significado dependiendo de 

las circunstancias históricas, hecho que impacta la protesta social, porque por ejemplo en el caso del 

significado de “justicia” esta puede relacionarse a un valor o a un antivalor,  para grupos de poder la justicia 

significa encarcelar a los jóvenes que participaron en el estallido social en Colombia en el 2021, así como 

señalarlos de violentos y salir a protestar por ello, desconociendo  la desigualdad y las condiciones de 

pobreza que viven esos conglomerados de jóvenes, lo que implica un debate intersubjetivo que esos grupos 

de poder no admiten, pero la ley les da derecho a la “libre expresión y a la protesta”. Esos derechos están 

desprovistos de análisis éticos y humanísticos, y es allí donde aparece la sin razón que impone el poder y, 

por ende, la estigmatización y, como consecuencia, la legitimación de la criminalización. El derecho a la 

protesta no tiene las mismas reglas de juego para todos. 

 

Según Fals Borda, las palabras pueden cambiar de color en atención a distintas miradas, así como la palabra 

democracia perdió su significado en la acción deformada y espuria de su ejercicio. El llamado “juego 

democrático” donde los que ganan someten a los que pierden, es entonces un antivalor, una deformación, 

por ende, de la libertad y la justicia, pues entonces si en ese juego, ganan los racistas, los supremacistas, los 

guerreristas, ¿es deber de los que pierden respetar los resultados del “juego democrático” que los violenta? 

 

Los mecanismos de participación en manos de estructuras de poder delegado negativo en un país donde la 

violencia forma parte de la cotidianidad, generó manifestaciones de contraderechos como lo ocurrido con 

el plebiscito por el acuerdo de paz en Colombia, cuando ante la mirada atónita del mundo “ganó” el NO. 

Los procesos de paz en Colombia se han llevado a cabo sin participación masiva y activa de la comunidad 

política, y el acceso al voto en los territorios que sufren la violencia y viven el conflicto armado, no permiten 

un ejercicio en igualdad de condiciones.  

 

 
6 CIDH. Protesta y Derechos Humanos. (2019) Pág. 5 



El NO ganó con la campaña de manipulación y mentiras, reconocida por el jefe de campaña del Centro 

Democrático, Juan Carlos Vélez Uribe, quienes la lideraron.  La libertad de expresión es conexa a la 

protesta social, sin embargo, se criminaliza la protesta, pero con manifestaciones de contraderechos como 

la campaña por el NO en contra del acuerdo de paz, la impunidad es ley. El daño colectivo causado no tiene 

un castigo, ni siquiera una sanción. 7 

 

Sectores de extrema derecha implantaron antivalores para la campaña del plebiscito por el acuerdo de paz, 

con el objetivo de encubrir la violencia provocada por esos sectores en sus gobiernos y generando un cisma 

en la sociedad colombiana.  La sociedad fue manipulada con visiones que cuestionaban el acuerdo en 

materia de inclusión de enfoques de género, así como la estigmatización de los firmantes de paz. La 

profundización de los antivalores generada en esa campaña impregnada de un moralismo que sirve de 

cortina a los crímenes de Estado, sigue pasando factura sobre la violencia en Colombia, arraigados en las 

emociones como lo expresaba Fals Borda, emociones a las que quienes han ostentado el poder en Colombia, 

le han puesto el tinte tornasol que ha inducido a la sociedad a tomar un bando determinado.  

 

“Son muchas las palabras que tienen ese tinte tornasol y que cambian de color según el ángulo del 

que se miren, especialmente cuando se ven a la luz de las cambiantes circunstancias históricas: 

violencia, justicia, libertad, utilidad pública, revolución, herejía, subversión. Puede verse que son 

conceptos arraigados en emociones, que hieren creencias y actitudes y que inducen a tomar un 

bando definido. Por eso son valores sociales; pero pueden ser también “antivalores”, según el lado 

que se favorezca durante el cisma de la transición. Cada uno de esos conceptos lleva en sí la 

posibilidad de su contradicción: no se justifican sino en un determinado contexto social. Bien 

pueden entenderse según la tradición; pero también pueden concebirse y justificarse con referencia 

a hitos colocados hacia el futuro, que impliquen un derrotero totalmente distinto a aquel anticipado 

por la tradición” 8 

 

 

 

. 1.2 La protesta social en Latinoamérica 

 

Resulta contradictorio que al mismo tiempo que la CIDH afirma que el ejercicio de la protesta hace posible 

el “libre juego democrático”, al tiempo haga énfasis en que la región está lejos de garantizar la protección 

del derecho y que la represión está asociada a la consideración de la movilización ciudadana como una 

amenaza. 9 

 

Afirma la CIDH, que la protesta es considerada como una amenaza en la región, lo que resulta en una 

confirmación de que no hay democracia en la región. En una democracia auténtica, la protesta social no es 

una amenaza, no es un derecho, es una respuesta del soberano a la transgresión, la advertencia del 

quebrantamiento de la democracia. 

 

 
7 Asuntos Legales. “El No ganó el plebiscito con mentiras”: Consejo de Estado. 2016. Pág. 1 
8 FALS BORDA, Orlando. Subversión y Cambio Social. (1969). Pág. 2 
9 CIDH. Protesta y Derechos Humanos. (2019) Pág. 13 



La región, lejos de presentar un panorama de consenso en cuanto a la protección de las 

manifestaciones y protestas, ha sido escenario --y sigue siéndolo-- de acciones de represión, 

dispersión y limitación del ejercicio de estos derechos en el espacio público, producto de una 

concepción arraigada que considera a la movilización ciudadana como una forma de alteración del 

orden público o como una amenaza a la estabilidad de las instituciones democráticas”. 10 

 

La crisis de la representatividad, o más acertadamente, el fracaso de la llamada democracia representativa, 

ha tenido como resultado la conflictividad y la protesta social en América Latina. Las comunidades 

reclaman escenarios reales de inclusión directa y deliberativa; en eso las comunidades indígenas son 

ejemplo y líderes por su carácter comunitario en la exigencia de un ejercicio de participación vinculante 

para resolver conflictos, lo que significa un ejercicio de regreso del poder a donde pertenece.  Se destacan 

dos casos: el del Orçamento participativo de Porto Alegre y el de los acuerdos de San Andrés entre la 

guerrilla zapatista y el Gobierno Federal Mexicano, que derivaron en ejercicios de poder de las 

comunidades.  

 

El documento de la protesta social en América Latina manifiesta que expone ejercicios de protesta social, 

que no se han reducido a la solicitud del reclamo, sino que han trascendido a la exigencia de participación 

activa y directa en la búsqueda de soluciones y toma de decisiones, que implica la retoma del lugar de poder 

que corresponde al ciudadano. Allí el ciudadano abandona la súplica y asume su deber de ejercer el poder. 

Es la protesta social un llamado al orden democrático. Los casos de Porto Alegre y los acuerdos con la 

guerrilla zapatista refieren ejercicios horizontales, donde se asume con el poder de compartir la decisión y 

construcción que, si bien es cierto, significan un avance, no se ubican aún en el lugar de poder de ordenador. 

La comunidad política, como dueña del poder, no acuerda con el que debe obedecer, sino que ordena 

cumplir. El ejercicio delegado del poder en una democracia no es un poder para mandar, sino para obedecer. 

No puede ser ni siquiera un pacto entre iguales; es el imperativo del que ostenta el poder delgado de 

obedecer. El ciudadano no puede ser gobernado, sino obedecido y atendido. 

 

“El caso más claro es la experiencia del Orçamento participativo de Porto Alegre, que pretende 

responder a las crisis de representatividad existentes sobre la base de seis principios: inclusión 

directa del ciudadano en un proceso de empoderamiento, autonomía completa de los movimientos 

sociales involucrados, manejo compartido de los fondos públicos por parte de los gobiernos locales 

y la sociedad civil, traducción de las demandas sociales en prioridades, movilización y organización 

de los grupos sociales a fin de acceder a algunos recursos disponibles, e identificación de antemano 

de los recursos involucrados en el proceso.11 También fueron interesantes los acuerdos de San 

Andrés entre la guerrilla zapatista y el Gobierno Federal Mexicano, que pretenden constituir un 

pacto social integrador de una nueva relación entre los pueblos indígenas, la sociedad y el Estado”.  
12 

 

 

La CIDH ha reconocido que los Estados de la región han dado respuestas desproporcionadas a la protesta 

social y que los Estados están obligados a garantizar y facilitar el ejercicio de este derecho, pero ¿quién 

 
10 CIDH. Protesta y Derechos Humanos. (2019) Pág. 5 
11 Pires, V. (2001), Orçamento Participativo: O que é, para que serve, como se faz, San Pablo, Manole.   
12 LA PROTESTA SOCIAL EN AMÉRICA LATINA. (2012). Pág. 34  



protege a los ciudadanos del Estado? Ante las respuestas represivas y desproporcionadas, ¿cómo se 

protegen los ciudadanos? Lo cierto es que los ciudadanos de América Latina no tienen garantías para el 

ejercicio del derecho a la protesta y la Convención Americana, lo que significa también que la CIDH no es 

un tribunal efectivo, y menos aún, un escenario al alcance de los ciudadanos del común. 

 

Según la Corte Interamericana se ha establecido que los estados deben respetar los derechos y libertades, 

pero la realidad es que, como estos han usurpado el ejercicio del poder, se tomaron la libertad de violarlos. 

Si el ciudadano debe esperar o reclamar que se respeten sus derechos, ¿quién es entonces el soberano? 

“La obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en la Convención Americana, 

establecida en su artículo 1.1, implica “el deber de los Estados parte de organizar todo el aparato 

gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio 

del poder público de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio 

de los derechos humanos”. 13 

 

Los pueblos no tienen una forma pacífica de obligar a los Estados a respetar esos derechos y libertades; los 

cambios han requerido de procesos violentos, porque las élites que se tomaron el poder, unas violentamente 

y otras en el marco de las democracias falaces, no obedecen a ningún tribunal que les obligue a respetar los 

derechos de los usurpados. Las comunidades son las perdedoras, a las que se les aplican los deberes sin 

derecho alguno. 

 

1.2.1 El racismo de las élites 

 

América Latina es un continente caracterizado por su diversidad étnica y cultural, donde la negación del 

otro, la negación de esa diversidad y el etnocidio han sido las armas de las élites para la apropiación de la 

tierra y de su riqueza, así como para la usurpación del poder del Estado desde la colonia hasta nuestros días. 

Ese racismo que busca aniquilar la diversidad no le interesa que la potentia (la comunidad política) ejerza 

ningún tipo de levantamiento contra su poder fetichizado.  

 

Según el documento de la Protesta Social en Latinoamérica: 

 

“La cultura de la negación del otro es un problema de larga data. La relación histórica con el otro-

distinto-de-sí-mismo ha sido de constante negación: nació con la Conquista, mutó durante la 

Colonia, y se prolongó de diversas formas con la República y con las distintas fases históricas que 

vivieron las sociedades latinoamericanas. Esta negación tiene varias facetas: por un lado, las elites 

diferencian al otro de sí mismas y lo desvalorizan proyectándolo como inferior (mujer, indio, negro 

mestizo, marginal urbano, campesino, etc.); también, el otro puede ser un extranjero, percibido 

como amenaza desde “afuera” a la propia identidad (aunque, paradójicamente, a la vez que las 

elites niegan a ese otro exterior, también se han identificado con él de manera acrítica y emuladora, 

en especial cuando este es europeo o norteamericano)”. 14  

 

 
13 Corte IDH, Caso Velázquez Rodriguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No 4 párrafo 166 
(cita parcial).  
14 La protesta social en américa latina. (2012). Pág. 42 



En las plutocracias de América Latina, el otro, el diferente a esos que ostentan el poder económico y 

político, no es un sujeto de derechos, es un sujeto de sus limosnas. El indígena, el negro, el campesino, el 

migrante, así como cualquier otro grupo poblacional diferente a ellos, forman parte de los condenados, de 

los borrados, de los de esconder, en conclusión: los perdedores del “juego democrático”. Se les permite 

protestar, solo sin pasar la línea que moleste, perturbe o amenace la tranquilidad de las élites de mantener 

el poder; todo lo que esté fuera de esa línea significa: “terrorismo”, “asonada”, “perturbación del orden 

público”, “concierto para delinquir”; todo lo que los pueblos intenten para recuperar el poder que les 

pertenece es delito. 

 

Las persecuciones contra comunidades indígenas con actores estatales y no estatales son una forma de 

exclusión en América Latina, y es relevante llamar la atención sobre el gobierno de Gabriel Boric en Chile 

y su criminalización del pueblo mapuche, un gobierno que se presentó electoralmente como progresista. 

 

 
15 Fuente: Mundoobrero.es Pág. 1 

 

Es común encontrar en América Latina el alineamiento en campañas electorales de la defensa de las causas 

de los pueblos indígenas, y una vez llegan al poder, ejercen la criminalización contra los pueblos, como el 

caso del presidente chileno Gabriel Boric. 16 

 

Los intereses de las multinacionales en asocio con los gobiernos de la región generan la criminalización de 

los pueblos indígenas en América Latina, como lo reconoció el relator especial sobre la situación de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas: 

 

“La economía global valora cada vez más los recursos petroleros y mineros que se encuentran en 

las regiones indígenas. Son numerosas las denuncias y las quejas que ha recibido el Relator Especial 

de comunidades indígenas cuyos recursos han sido apropiados y son explotados por poderosos 

 
15 Fuente: https://mundoobrero.es/2024/12/09/con-boric-en-chile-continua-la-criminalizacion-de-los-mapuches/  
16 Boric militariza la Araucanía y los mapuches advierten: "Es una declaración de guerra". 

https://www.lapoliticaonline.com/internacionales/boric-declara-el-estado-de-excepcion-en-el-sur-y-tensa-la-

relacion-con-los-mapuches/  

https://mundoobrero.es/2024/12/09/con-boric-en-chile-continua-la-criminalizacion-de-los-mapuches/
https://www.lapoliticaonline.com/internacionales/boric-declara-el-estado-de-excepcion-en-el-sur-y-tensa-la-relacion-con-los-mapuches/
https://www.lapoliticaonline.com/internacionales/boric-declara-el-estado-de-excepcion-en-el-sur-y-tensa-la-relacion-con-los-mapuches/


consorcios económicos, sin su previo consentimiento ni participación y sin que estas comunidades 

obtengan algún beneficio de dicha actividad. Esta problemática es actualmente una de las más 

controvertidas que involucra a los pueblos indígenas, al Estado y a las empresas privadas, y muchas 

veces también a los organismos financieros internacionales.”17 

 

El racismo y el clasismo de las élites se traslada al sistema judicial en Colombia, mostrando su 

mano implacable contra los jóvenes y su mano blanda para garantizar la impunidad del empresario 

que disparó contra la Minga Indígena en Cali, en el marco del estallido social, bajo el amparo de 

la policía. La igualdad ante la ley no está garantizada en Colombia, lo que deriva en un sistema 

judicial despojado de justicia.  Peor aún resulta una sociedad que premió al que disparó contra la 

Minga, convirtiéndolo en Concejal de Cali, en una profundización del racismo, de la injusticia y 

de la exclusión del otro en el comportamientos social, que luego parece validarse en la actuación 

del sistema judicial.18 

  

 

1.2.2. El tránsito a las democracias un reacomodamiento del capitalismo 

 

María Victoria Murillo afirma que ese proceso de tránsito a las democracias no solo no generó una 

redistribución de la riqueza, sino que, como resultado de los procesos de neoliberalización derivados del 

Consenso de Washington, despertó la resistencia de las clases populares. 

 

“El despertar democrático no trajo redistribución para las mayorías que ganaron derechos políticos, 

sino procesos de ajuste económico y una ola de reformas de mercado que parecían inevitables 

cuando la caída del Muro de Berlín anunciaba el fin de la utopía comunista. Las élites económicas 

perdieron el miedo a la democracia, y si bien los militares se resistieron a los intentos de juzgar sus 

crímenes contra los derechos humanos, se mantuvo la paz social, ya fuera por miedo a la represión 

pasada o por el desgaste que implicaba la supervivencia económica, con el aumento de la pobreza 

y la informalidad que trajeron los años 90. Cuando las elites políticas parecían acordar en lo que se 

llamó el Consenso de Washington (reformas que incluían privatizaciones, desregulación y 

liberalización comercial), la resistencia de las clases populares empobrecidas comenzó a surgir y 

se agudizó con la crisis económica que caracterizó el último lustro del siglo XX”19 

 

El tránsito de las dictaduras a las democracias de América Latina no se materializó en garantía de derechos 

y mejora de la calidad de vida de los ciudadanos del continente, sino que se convirtió en una sofisticación 

y legalización del expolio, así como de la concentración del poder y de la riqueza. La neoliberalización de 

los Estados entrega la prestación de los servicios públicos a los privados, en su mayoría multinacionales, lo 

que convierte los derechos en mercancía. 

 

 
17 Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 

indígenas, Rodolfo Stavenhagen. 27 de febrero 2007.   
18 Fundación Paz y Reconciliación. Las normas internacionales que protegen la protesta. 2025. Pág. 1 
19 Protestas, descontento y democracia en América Latina. (2021). Pág. 1 https://nuso.org/articulo/protestas-

descontento-y-democracia-en-america-latina/  

https://nuso.org/articulo/protestas-descontento-y-democracia-en-america-latina/
https://nuso.org/articulo/protestas-descontento-y-democracia-en-america-latina/


No existe tránsito a las democracias; de las dictaduras se ha transitado a otras dictaduras de “elección 

popular”. No es posible elegir en el marco de Estados de necesidad, de represión, donde la miseria lleva a 

las comunidades a intercambiar el voto por migajas. El voto no es una elección, donde el resto de los 

derechos tiene precio. La salud tiene clase social, el trabajo es un favor, la educación es un negocio y la 

vida está supeditada a la sumisión. ¿Cuál es la protesta pacífica con el poder de revertir esto? 

 

El voto popular es presentado como “democracia”, como si los pueblos con ese voto tuvieran el poder de 

elegir el destino, como si ese voto representara “poder”. Cuando ese voto se vuelve en contra, los 

ciudadanos no tienen herramientas pacíficas para escapar de la estafa, y menos aún, para sacar a los 

estafadores. 

 

 El tránsito de las dictaduras a las democracias de América Latina no se materializó en garantía de derechos 

y mejora de la calidad de vida de los ciudadanos del continente, sino que se convirtió en una sofisticación 

y legalización del expolio, así como de la concentración del poder y de la riqueza. La neoliberalización de 

los Estados entrega la prestación de los servicios públicos a los privados, en su mayoría multinacionales, lo 

que convierte los derechos en mercancía. 

 

1.2.3. La democracia de las élites 

 

Para la investigadora senior para América Latina Anna Ayuso, del Centro de Investigación CIDOB, existe 

una preocupación por el deterioro de la democracia en América Latina, como si esta obedeciera a países 

que habrían consolidado Estados de derecho y estos ahora entraron en deterioro. Nada más lejano de la 

realidad. Asimismo, afirma la investigadora que las protestas han crecido en paralelo con el malestar por el 

funcionamiento de las democracias y la desafección por las élites. Nada más contradictorio y aterrador que 

concebir que pueda haber democracia donde existen élites, lo que implica asumir la desigualdad como 

imperativo y donde lo único importante es que la gente no vaya a sentir una desafección por ellas.  

 

  

Ayuso afirma que: Ayuso afirma que: “tras una primera década del s. XXI de bonanza durante el boom de 

los precios de las materias primas y de prosperidad, que permitió reducir la pobreza, los efectos de las crisis 

durante la segunda década del siglo XXI en el incremento de la pobreza y la desigualdad han acrecentado 

la percepción de desconexión entre las élites y la población.20 La afirmación de Ayuso conlleva una 

legitimación de la existencia de las élites como una relación jerárquica implícita de la democracia donde lo 

que no se puede aceptar es la desconexión de la población con las élites. Es entonces una forma de 

jerarquizar los derechos, de estratificarlos. Es entonces la democracia un sistema político donde la soberanía 

reside en unas élites que ostentan el poder y donde hay una población que debe aceptarlo y conformarse 

con el derecho a la protesta para implorar sus derechos. 

 

Asegura Ayuso que “las respuestas represivas a las protestas legítimas son incompatibles con la 

institucionalidad democrática, conducen a una escalada de la violencia e incrementan la polarización y la 

fragmentación de la sociedad”. Entonces son pertinentes las siguientes preguntas: ¿es compatible con la 

 
20 AYUSSO, Anna. El reto de dar respuestas democráticas a las protestas en américa latina y el caribe. (2023). Pág. 

144   



democracia la existencia de élites que imponen la desigualdad como destino de los pueblos acumulando el 

poder y la riqueza? ¿No es violencia la condena de las élites a la pobreza y a la desigualdad de los pueblos 

con la prevalencia de sus privilegios? 

 

Plantea Ayuso que la solución al deterioro institucional en América Latina y el Caribe “solo se puede 

reconducir con una mejora del funcionamiento de las vías institucionales de participación, incluyendo 

aquellas protestas contra los abusos de poder y la violencia social estructural". "La transparencia, el diálogo 

social y el respeto a las instituciones democráticas son el mejor antídoto contra la violencia”.21  Se 

populariza, no se sabe si cierto cinismo o cierta ingenuidad en el lenguaje para justificar la dominación de 

las élites, afirmando que solo se trata de hacer “mejoras” en el funcionamiento institucional para la 

participación. ¿Es posible combatir los abusos de poder y la violencia social estructural con unas “mejoras 

institucionales”?   

 

 

1.2.4. Las vías de hecho como respuesta a la desatención 

 

La protesta no es escuchada, no tiene atención; para esta, la respuesta es la represión. Es el símbolo del 

desamor, el desprecio y la invisibilización contra el pueblo y sus demandas. Si no escuchan, hay que gritar; 

si no atienden, hay que golpear; y si no responden, hay que tumbar la puerta. Las vías de hecho son la 

respuesta a la desatención a la protesta social, a la desgracia de no poder ser escuchados, como lo expresaba 

la filósofa Simone Weil. ¿De qué sirve protestar si quienes ostentan el poder no escuchan? Si aquellos a los 

que les corresponde garantizar los derechos de un pueblo lo ignoran.22 

 

Se refería Simone Weil a la mercantilización de la voluntad, que en el capitalismo se traduce en que aquello 

que no produce dinero para la acumulación y para el fortalecimiento de las élites no merece ser escuchado 

y menos atendido. Eso hay que borrarlo, encerrarlo, apagarlo, silenciarlo, lo que deriva en la represión y en 

la criminalización de la protesta. Es esa la respuesta de las élites a la protesta social. 

 

La atención es amor, decía Weil, y entonces se puede decir que la desatención es desprecio. La desigualdad 

es una forma de violencia, y esa violencia no es comparable con las vías de hecho con las cuales buscan los 

pueblos sometidos a la desgracia hacerse escuchar. Es la desigualdad la máxima expresión de desprecio del 

capitalismo, porque "al hacer del dinero el estímulo único o casi único de todos los actos, la medida única 

o casi única de todas las cosas, el veneno de la desigualdad se ha diseminado por todas partes". 23 

 

1.3 La protesta social en Colombia y el Estallido Social en el 2021   

 

 

 
21 AYUSSO, Anna. El reto de dar respuestas democráticas a las protestas en américa latina y el caribe. (2023). Pág. 

145   
22 WEIL, Simone. La atención es amor. (2024). Pág. 1   
23 WEIL, Simone. La atención es amor. (2024). Pág. 2    



“El acto de la revuelta, con el movimiento contrario que implica la palabra, hace al hombre andar por nuevos 

senderos que antes no había vislumbrado, le hace pensar y le hace dudar, adquiriendo, quizás por primera 

vez, la conciencia de su condición vital” 24  

 

El proyecto de reforma tributaria que desató el estallido social en Colombia solo fue la gota que rebosó el 

vaso y estuvo caracterizado por una convocatoria de sindicatos y algunas organizaciones sociales, que luego 

intentaron negociar con el gobierno y apagar la protesta, hecho que derivó en la indignación de la 

comunidad política contra las élites y contra esas organizaciones sindicales que pretendían apropiarse de la 

representación popular. Es ese el claro ejemplo de que no solo se fetichiza el poder representativo 

aparentemente otorgado en las urnas, sino que se fetichiza el poder de indignación concentrado en 

organizaciones sociales degradadas que luego sirven a los intereses de las élites y obtienen de allí beneficios 

particulares.  

 

Es entonces cuando aparecen las Primeras Líneas, sin líderes, sin rostros; jóvenes que salían con sus escudos 

hechos con latas, con cascos viejos y rodilleras improvisadas para defender a los grupos de población 

manifestantes, de los abusos del ESMAD.  

 

Jóvenes que vienen del mundo de la pobreza, de la exclusión, son los sin derechos, los que no tienen espacio 

ni siquiera en universidades públicas, porque allí los requisitos están diseñados para los que pudieron 

acceder a educación media en instituciones privadas y cuentan con las herramientas para superar los 

exámenes de admisión. 

 

La juventud es la representación de la fuerza de las sociedades para revertir los sistemas injustos de 

inequidad y desigualdad; esa fuerza es reprimida con toda la fuerza de los Estados plutocráticos, y eso 

implica la aplicación incesante de la guerra mediática para hacerlos ver como “vándalos” que perturban la 

tranquilidad de los “ciudadanos de bien”. 

 

 En Colombia, los jóvenes han sido víctimas de innumerables crímenes de Estado, desde el recordado caso 

colectivo 82, en el que 13 jóvenes estudiantes fueron desaparecidos y torturados por la fuerza policial 

colombiana, luego pasando por los mal llamados falsos positivos, que cobraron la vida de 6402 jóvenes que 

fueron víctimas de ejecuciones extrajudiciales perpetradas por militares, y ahora, recientemente, por la 

represión generada en el estallido social, en la que se dio un juvenicidio físico y moral, lo que revela que 

en Colombia la juventud representa una amenaza para el Estado. 

 

1.3.1. Neoliberalización una forma de violencia  

 

El proceso de neoliberalización del Estado colombiano fue dando jaque mate a la estabilidad laboral y a la 

vocación agraria de Colombia, hechos que detonaron en el declive del movimiento obrero y campesino, 

aunado a la violencia que desplazó a miles de personas de las áreas rurales, generando un proceso de 

urbanización acelerado. Esos procesos de urbanización han traído consigo un cambio en las dinámicas de 

la protesta social, que pasaron de ser obreras y campesinas, a poner en el escenario poblaciones 

 
24 FALS BORDA, Orlando. Subversión y Cambio Social. (1969). Pág. 3 



empobrecidas hacinadas y condenadas a la miseria en las ciudades. Poblaciones que buscan sobrevivir en 

la informalidad.  

 

“La dinámica de los reclamos sociales que relegaron al movimiento obrero como el actor principal 

de los movimientos sociales daba cuenta del "florecimiento de una nueva clase media, la cual 

difiere del sector comercial y se integra en gran proporción por diversos representantes de la 

sociedad. En estos se evidencia como hilo conductor la ausencia de ocupación laboral, es decir, sus 

fervientes activistas como pensionados, desempleados, estudiantes, vendedores informales y amas 

de casa que reemplazaron al actor obrero y ahora buscan posicionarse ante la sociedad como sujetos 

transformadores, logrando influenciar a otros sectores de la sociedad por medio de la propiedad de 

sus argumentos”. 25 

 

Gráfico 2: Relación entre el índice de urbanización 1985 y 2021 a nivel departamental.  

 

 
 

          Fuente: DANE. Investigaciones de población e informes y estadísticas sociodemográficas, Op cit., p. 14.26 

 

 

Según el análisis de FASECOLDA, la informalidad en el 2021 en Colombia llegó a 12.9 millones de 

personas, lo que implica una alta precarización laboral, pues esas personas están desprovistas de las 

garantías laborales. “Las consecuencias de la informalidad son lesivas para los países en donde tiene mayor 

peso. Debido a que las empresas informales buscan eludir el pago de impuestos y las regulaciones, ellas 

 
25 La evolución de la protesta social en Colombia y los retos en su protección para las Fuerzas Militares. (2022). 

Pág. 88 
26 DANE. Investigaciones de población e informes y estadísticas sociodemográficas, Op cit., p. 14. 



tienden a ser de tamaño pequeño, de baja productividad y a generar empleos precarios, en los que los 

trabajadores no tienen acceso a la protección de la seguridad social. Como lo destaca el FMI en una 

publicación reciente (Deléchat, C. y Medina, L. (eds), The Global Informal Workforce). Priorities for 

Inclusive Growth, 2021), es muy probable que los trabajadores informales sean pobres y sus ingresos sean 

inferiores a los de los trabajadores del sector formal”.27 

 

 

Gráfico 3 Evolución del número de personas ocupadas informales y formales hasta el trimestre móvil 

mayo – julio de 2021 (miles de personas). 

 
 

Fuente: Dane; cálculos de la Dirección de Estudios Económicos de Fasecolda. Op cit., p.128 

 

 

La gráfica muestra el aumento de la ocupación informal en Colombia en el 2021, aunado a los efectos 

devastadores de la pandemia, evidenciaron un Estado que no responde a las necesidades y penurias de la 

población, lo que se sumó como detonante del estallido social, generado por la violencia de la 

neoliberalización. “El neoliberalismo, versión radical del liberalismo económico, delimita la grandeza del 

ser humano a la capacidad de generar ingresos monetarios, exacerba el individualismo y la carrera por ganar 

y poseer; por ende, coadyuva grandemente a la agudización de la desigualdad. Desata la codicia, la 

corrupción y la violencia y, al generalizarse en los grupos sociales, destruye socialmente la comunidad. Se 

impone así un orden de valores y virtudes, donde la libertad individual es entendida únicamente como 

libertad para producir y consumir”.29 

 

El detrimento de las condiciones de vida en Colombia como resultado de los procesos neoliberales que 

acabaron con el campo y sus posibilidades; el desplazamiento forzado provocado por la llegada de 

multinacionales que desplazaron comunidades enteras con la ayuda de las fuerzas militares y el 

paramilitarismo como política de Estado, han derivado en levantamientos populares y la respuesta estatal 

represora y violenta, una violencia que no se señala; de esa violencia estatal que da origen a la protesta 

 
27 FASECOLDA. Comentario Económico. (2021). Pág. 3  
28 FASECOLDA. Comentario Económico. (2021). Pág. 4 
29 ARANEDA. Jorge Molina. Neoliberalismo: Desigualdad y violencia simbólica. (2020). Pág. 1 

 



social no se habla, esa no es condenada, esa es legitimada y justificada para mantener el orden de las élites, 

que es presentado como la “libertad y orden”  para todos.  

 

1.3.2. Los actores sociales del estallido  

 

Como respuesta a la reforma tributaria presentada al Congreso de la República por el gobierno de Iván 

Duque Márquez, el 15 de abril de 2021, el llamado Comité de Paro Nacional convocó el 28 de abril del 

2021 a una jornada de movilización nacional de protesta. Con el paso de los días, la intensificación de la 

movilización con el liderazgo de los jóvenes con el conocido movimiento llamado Primera Línea, el 

mencionado Comité de Paro, el cual intentaba negociar con el gobierno en nombre del pueblo en las calles, 

fue desautorizado y desconocido por ese movimiento social que expresó no sentirse representado por un 

Comité que nadie había elegido, sino que se autonombró. Asimismo, lo manifestó el entonces senador José 

David Name:   

 

“Desde el inicio de los diálogos, fueron muchos los sectores que manifestaron no sentirse 

representados por la organización negociadora. Los líderes de las protestas y los bloqueos dicen 

desconocer la labor que viene adelantando el comité en la mesa de conversaciones, por otro lado, 

los jóvenes afirman no tener como voceros a ninguno de los que conforman este grupo. Entonces: 

¿A quiénes está representando el comité del paro?” 30 

 

Ese Comité de Paro conformado por la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), la Confederación de 

Trabajadores de Colombia (CTC), la Confederación Nacional del Trabajo (CGT), la Confederación 

Democrática de los Pensionados (CDP), la Confederación de Pensionados de Colombia (CPC),  la 

Federación Colombiana de Trabajadores de la Educación (Fecode), la Cruzada Camionera, la organización 

Dignidad Agropecuaria, la Asociación Colombiana de Representantes Estudiantiles (ACREES) y la Unión 

Nacional de Estudiantes de Educación Superior (UNEES), no representaban a ese pueblo movilizado, 

porque incluso, los jóvenes de la Primera Línea, corresponden a sectores que ni siquiera han podido acceder 

a la educación estatal.  Por otro lado, las peticiones de ese pliego con el que ese Comité de Paro pretendió 

negociar no contaban con la legitimidad al no nacer de la concertación con el pueblo movilizado.  “Juan 

Carlos Ruiz, profesor de la Facultad de Estudios Internacionales, Políticos y Urbanos de la Universidad del 

Rosario y experto en seguridad, dice que 'ese es un fenómeno que se está dando mundialmente y es que los 

que se sientan en las mesas de negociación y que dicen ser líderes del paro no representan a los que están 

en la calle'". Y los que están en la calle generalmente los señalan con dedo acusador porque dicen: “¿Por 

qué esos están diciendo que nos representan, si no nos representan?”. 31 

 

Finalmente, los jóvenes al lado del pueblo movilizado lograron detener la reforma tributaria y provocar la 

renuncia del entonces Ministro de Hacienda, pero eso no lo iban a dejar así las élites; eso tenía que tener su 

castigo, y ese no ha sido otro que la criminalización y la judicialización como precio a pagar por su osadía 

contra las élites. 

 

 
30 Name, José David. ¿A quiénes representa el Comité del Paro? .(2021). Pág. 1 
31 SANCHEZ, Karen. ¿Qué es, qué pide y a quiénes representa el Comité del Paro en Colombia? (2021). Pág. 1 



1.3.3 Más que la caída de una reforma tributaria  

 

El gobierno de Iván Duque Márquez, como respuesta a la fuerte movilización, retiró el proyecto de reforma 

tributaria el 2 de mayo del 2021. Pero ese pueblo movilizado tenía muchas más razones que la reforma 

tributaria; se fue transformando en un pueblo que exigía transformaciones, y los jóvenes, en su mayoría de 

sectores empobrecidos, buscaban una salida a sus condiciones precarias de vida.  Fue una movilización 

mayoritariamente urbana. Mostrando así los efectos del empobrecimiento de los sectores que han migrado 

por la violencia, la falta de oportunidades en las áreas rurales que genera la migración a los centros urbanos 

del país y la miseria producida por el modelo neoliberal: “Muy rápidamente, la revuelta de abril dio paso a 

múltiples flujos de rebeldía social que, pese al intento del CNP de ejercer una coordinación política con un 

programa de reformas definidas, desataron protestas descentralizadas que ya no eran sectoriales (educación, 

trabajo, salud, etc.), sino transversales a todo el sistema de reglas neoliberales y a las lógicas de mediación, 

representación o delegación político-institucional”.32 

 

En el 2021, según las cifras del DANE, 19.621.330 personas se encontraban en condición de pobreza 

monetaria, un indicador que explica las razones del estallido social más allá de la reforma tributaria y que 

indica el fracaso del modelo neoliberal. 33 

 

 

Gráfico 4 Pobreza monetaria y pobreza monetaria extrema 

 

 

 
 

Fuente: Dane. Información Pobreza monetaria nacional 2021. Op cit., p.1 34 
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El estallido social que reunió la indignación de diversos grupos poblacionales, representó el reclamo de 

cambios en el sistema de gobierno del país, y se expresó en la elección de Gustavo Petro Urrego, como 

primer presidente progresista en Colombia y no perteneciente a las élites, que representaba la oposición al 

neoliberalismo, contrario a las políticas de su antecesor de extrema derecha Iván Duque Márquez. 

Sin embargo, el poder acumulado por las élites, no ha permitido los cambios esperados, porque el poder de 

la potentia es limitado por no decir que nulo, y el presidente Gustavo Petro Urrego se enfrenta a todos los 

poderes económicos y políticos que cooptaron el Estado e hicieron del legislativo un poder representativo 

de los poderes económicos, que abandonó y traicionó  el poder delegado de la potentia,  lo que significa 

que la voluntad popular no tiene posibilidades ni caminos contundentes dentro de la vía constitucional y 

legal.  Por otro lado, la manifestación de los jóvenes se ha visto notablemente disminuida por la represión 

y la criminalización, aunado a que el gobierno progresista no ha podido dar soluciones a la judicialización 

y a la criminalización de la protesta social.  

 

El presidente Gustavo Petro, manifestó al diario EL PAÍS, cuando le preguntaron sobre en qué ha fallado 

en este tiempo: “En creer que puedo hacer una revolución gobernando, cuando eso lo hace el pueblo”. La 

respuesta da cuenta de una ausencia de democracia directa y la afirmación de que sin el poder que debe 

residir en el pueblo, no es posible realizar cambios.35 

 

1.3.4. La respuesta estatal represiva al estallido  

 

La respuesta represiva y violenta del gobierno de Iván Duque Márquez a la protesta social, llamó la atención 

y la mirada de organismos internacionales como la ONU, la OEA, la CIDH, advirtiendo distintos tipos de 

violaciones a los derechos humanos, como violencia sexual, tortura, detenciones arbitrarias y desaparición 

forzada:  “El 7 de mayo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y su Relatoría Especial 

para la Libertad de Expresión (RELE) emitieron un comunicado en el que expresaron su preocupación por 

la gravedad y el elevado número de denuncias de violaciones a los derechos humanos producto del “uso 

excesivo de la fuerza” en el contexto de las protestas sociales en Colombia”. 36 

 

El gobierno nacional expidió el 28 de mayo el Decreto 575 de 2021 para permitir a alcaldes y gobernadores 

coordinar la asistencia militar para el levantamiento de los bloqueos, lo que fue considerado por las 

organizaciones civiles movilizadas como una respuesta militarizada a la protesta social. 

 

 

La oficina del Alto Comisionado para los derechos humanos identificó varios indicadores graves respecto 

a la respuesta estatal a la protesta social en Colombia, entre los más relevantes: 

 

1. Contrario a la ley y a estándares internacionales el gobierno disolvió manifestaciones con 

uso innecesario y desproporcionado de la fuerza 

2. Vulneración al derecho de reunión pacífica  

3. No se agotaron las vías del diálogo antes del uso de la fuerza  

4. Uso de armas letales por parte de la Policía 

 
35 El País. Gustavo Petro: “Fallé al creer que podía hacer una revolución gobernando”. 2025. Pág. 1 
36 El Paro Nacional 2021: Lecciones aprendidas para el ejercicio del derecho de reunión pacífica en Colombia, 

Diciembre. (2021) Pág. 10   



5. Alegaciones de muertes en el marco del paro nacional37 

 

 

El uso indiscriminado y arbitrario de la fuerza para disolver la protesta social queda evidenciado en las 

siguientes gráficas emitidas por la oficina del Alto Comisionado en las que no solo se muestran las cifras 

de muertos, sino que se muestra la participación de la fuerza pública en las mismas. 

 

Gráfico 5 Alegaciones de muertes en el Paro Nacional 

 

 
Fuente: Lecciones aprendidas para el ejercicio del derecho de reunión pacífica en Colombia, diciembre 

2021. Op cit., p.24 38 

 

Gráfico 6 Casos verificados por presunto perpetrador  

 

 
Fuente: Lecciones aprendidas para el ejercicio del derecho de reunión pacífica en Colombia, diciembre 

2021. Op cit., p.24 39 

 

La respuesta estatal que no solo desconoce las razones del protestante, sino que su único interés es 

disolverlas con el uso de la fuerza, es sin lugar a dudas un Estado de derecho fallido y una democracia 

impostora. No puede, con este antecedente, pensarse en una justicia ajustada a derecho y respetuosa del 

derecho a la protesta y sus garantías, como se podrá observar en los siguientes capítulos de este trabajo. 

 

 
37 El Paro Nacional 2021: Lecciones aprendidas para el ejercicio del derecho de reunión pacífica en Colombia, 

Diciembre. (2021) Pág. 19-21   
38 El Paro Nacional 2021: Lecciones aprendidas para el ejercicio del derecho de reunión pacífica en Colombia, 

Diciembre. (2021) Pág. 24   
39 El Paro Nacional 2021: Lecciones aprendidas para el ejercicio del derecho de reunión pacífica en Colombia, 

Diciembre. (2021) Pág. 24   



Capítulo II: La ética de la pena y la independencia judicial 

 

 

2.1    La dialéctica del derecho penal 
 

“El derecho penal es el sector del ordenamiento jurídico en el que las cuestiones del si y del por qué se 

plantean de un modo más problemático. No existen doctrinas abolicionistas del derecho civil, mercantil, 

constitucional o administrativo parangonables a las del derecho penal. Y las justificaciones filosóficas 

de las instituciones de derecho civil y constitucional -con la única excepción de la propiedad privada y 

de las instituciones ligadas a ella- se refieren más bien al cuándo» y al «cómo», y no tanto al «sin y al 

«por qué» de su existencia. Lo que esto quiere decir es que el problema de la legitimidad política y 

moral del derecho penal en tanto que técnica de control social mediante constricciones a la libertad de 

los ciudadanos es en gran medida el problema mismo de la legitimidad del estado como monopolio 

organizado de la fuerza” 40 

 

Plantea entonces Ferrajoli el derecho penal como un ejercicio dialéctico en el que se dirime la cuestión de 

castigar o no castigar, del cómo, por qué y hasta dónde castigar; es así que expone que es el único campo 

del ordenamiento jurídico frente al que se plantean doctrinas abolicionistas. Asimismo, se refiere al derecho 

penal como un campo de batalla ético, moral y político. 

 

El Estado en Colombia tiene el monopolio de la fuerza, y la criminalización de la protesta es una forma de 

control social, lo que se convierte en una ausencia de legitimidad política y moral.  

 

La batalla de los jóvenes en Colombia en los estrados judiciales frente al poder punitivo del estado 

colombiano es desigual, y por tanto, una representación de la inmoralidad y la antiética de las élites. La 

batalla es política, es el sometimiento del opositor a la judicialización.  

 

Defiende Ferrajoli “la necesidad de abolir las penas privativas de libertad en tanto que excesiva e 

inútilmente aflictivas y en muchos aspectos dañinas, así como de limitar las prohibiciones penales solo a 

las exigencias de tutela que definen el esquema del derecho penal mínimo”, sin llegar al extremo 

abolicionista de desconocer la forma jurídica de la pena”. 41 ¿No son excesivas, dañinas y aflictivas las 

penas formuladas a ciudadanos en el marco de protestas sociales? ¿No son las penas endilgadas a 

manifestantes fuera de toda consideración axiológica? 

 

No existe un debate ético en Colombia sobre la legitimidad de la imputación de delitos cometidos en el 

marco de la protesta social, porque la protesta social es una amenaza para las élites, y ese debate dialéctico 

que expondría sus conductas espurias que originan el levantamiento social no forma parte de las 

consideraciones de su sistema judicial diseñado para la impunidad de las conductas delictivas de la 

oligarquía y el castigo de los intentos de reivindicación de los derechos de los pueblos.  

 

 
40 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 246 
41 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 248 



Para las élites el castigo a la protesta social representa la “protección del orden constitucional”, ahí toma 

fuerza el debate de considerar la protesta como un “derecho” que no puede ser excedido, y no como 

respuesta a un poder que excedió el límite del poder delegado.  

 

Frente al Estado de derecho moderno y como condición sine qua non de ser garante de los derechos 

fundamentales, afirma Ferrajoli: “El fundamento político o externo del moderno estado de derecho está, en 

efecto, en su función de garantía de los derechos fundamentales mediante la sanción de la anulabilidad de 

los actos inválidos: de las leyes, por violación de las normas constitucionales; de los actos administrativos 

y decisiones judiciales, por violación de las leyes constitucionalmente válidas”.42 En el marco del Estallido 

Social fue emitida por el Fiscal General de la Nación, Francisco Barbosa, una directiva que perjudicó los 

procesos judiciales contra los manifestantes; como se analizará en el siguiente capítulo, la misma fue 

corregida y ajustada a los estándares internacionales 3 años después, pero la mencionada corrección no ha 

tenido ninguna implicación para los afectados, ni se produjo sanción alguna contra quien emitió dicha 

directiva, lo que se traduce en la incapacidad del Estado de derecho de garantizar los derechos 

fundamentales.  ¿Es eso ético, legítimo, justo? Se puede afirmar que en este caso hay una separación entre 

derecho y moral; entre derecho y ética. 

 

El debate ético de hasta dónde y en qué tipo de conductas puede imponerse una pena en el contexto de la 

protesta social tiene fundamento en lo que afirma Hobbes: «Todos los delitos son realmente pecados, pero 

no todos los pecados son delitos».43  ¿Cuáles de las conductas sociales en las que incurren los ciudadanos 

en el marco de la protesta social son realmente delitos? Es válido entonces el debate ético y dialéctico sobre 

la forma en que pueden o no tipificarse como delitos conductas en el marco de la protesta social.  

 

Toda protesta social sucede en un contexto sociopolítico que es desconocido por las leyes y, por ende, en 

las actuaciones de los jueces. Aunado a esto, los estados cuentan con herramientas para inducir a la 

politización y la represión de la protesta a través de la manipulación de la ley. Es, por lo tanto, un escenario 

en el que no existe una valoración ético-política. “El principio liberal de la separación derecho-moral, si 

bien en el plano teórico-descriptivo excluye del concepto de delito cualquier connotación de tipo moral o 

natural, no impide que las prohibiciones legales sean susceptibles de prescripción y/o valoración en el plano 

ético-político”.44   No se da un debate ético-político sobre las penas impuestas en el marco de la protesta 

social, y el principio liberal de la separación derecho-moral no existe en las democracias de las élites, donde 

estas imponen su “moral”. Para esas élites que ejercen ese poder fetichizado, su “moral” convierte en delito 

el romper vidrios de bienes públicos, pero no es delito que tomen el poder delegado para actuar en 

detrimento de los derechos de los ciudadanos que les delegaron ese poder. Son esas mismas élites las que 

poseen las herramientas de poder para imponer una moral social que valide el inflar los delitos y, a través 

de la manipulación mediática, inocular el concepto de que el actuar de los protestantes es vandálico y 

terrorista.  No hay un escenario de Estado que dé un debate ético sobre las razones, las condiciones y el 

derecho de indignación de los protestantes. 

En la existencia de estados de derecho fetichizados, donde existe una clase dominante que goza no solo del 

poder político sino económico, además de tener el manejo de los medios de comunicación, estas imponen 

 
42 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 354 
43 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 460 
44 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 461 



no solo las narrativas sobre la protesta social, sino que manipulan la visión social de lo que es “moral”. 

“Dondequiera que hay una clase dominante -y son palabras no de Marx, sino de John Stuart Mill-, una gran 

parte de la moralidad del país emana de sus intereses y de sus sentimientos de clase superior”.45 

 

  

Son esas clases dominantes las que tienen el poder de establecer las leyes que rigen la protesta social, de 

tal manera que las mismas no pongan en peligro ni desestabilicen su ejercicio del poder 

fetichizado.  También tienen las élites dominantes el poder de conceptuar sobre los delitos.  Beccaria había 

afirmado que “la mayor parte de las leyes no son más que privilegios, esto es, un tributo que pagan todos a 

la comodidad de algunos”.46  Es entonces en el marco del poder fetichizado prácticamente imposible el 

ejercicio de la protesta social como un derecho pleno y con garantías de justicia. ¿Cuál sería entonces en 

ese contexto la garantía de la ética de la pena? 

 

  

2.1.2   Lo sustancial y los elementos constitutivos del delito 

 

Ferrajoli afirma en su libro Derecho y razón: “He calificado de sustanciales» a las garantías penales de 

lesividad, materialidad y culpabilidad, en oposición a las garantías procesales, que llamaré 

«instrumentales», de presunción de inocencia, prueba y defensa: entiendo con ello que afectan a la sustancia 

o a los contenidos de las prohibiciones permitidas por las normas reguladoras de la producción válida de la 

ley penal”. 47  ¿Qué tan grande puede ser la lesividad de los ciudadanos en el marco de la protesta social 

para materializarlo en delito y en culpa? Lo sustancial para el deber del ciudadano con el Estado, pero no 

para la obligación del Estado con el ciudadano, no es una producción válida de la ley.  ¿Acaso no está el 

ciudadano protestando en la calle porque ese Estado no le garantiza sus derechos? Pero luego se presume 

su culpabilidad centrada en la lesividad contra los bienes jurídicos, y dónde queda la lesividad del Estado 

contra ese ciudadano al que priva de sus derechos. 

 

“El principio de estricta legalidad, con las garantías penales que comporta, tiene la importancia de desplazar 

el problema sustancial del derecho penal desde el cuándo castigar hasta el «cuándo prohibir» esto es, desde 

el juez hasta la ley incorporando a las formas jurídicas principios ético-políticos y criterios sustanciales de 

justicia, y transformándolos así en principios y criterios normativos de derecho positivo. De este modo, 

podemos establecer una equivalencia entre condicionantes de la prohibición, elementos constitutivos del 

delito (resultado, acción, culpabilidad) y garantías penales o sustanciales”.48 El principio de estricta 

legalidad en las democracias fetichizadas como la colombiana está contaminado por el moralismo 

conveniente de las élites, incorporando entonces moralismos populistas como la defensa de los bienes 

públicos por encima del cumplimiento de los deberes del Estado de garantía de los derechos a los 

ciudadanos. Es así que, ante el incumplimiento de los deberes del Estado, el ciudadano debe gritar pasito, 

marchar sin ruido y sin perturbar la tranquilidad de las élites, so pena de ser castigado por vándalo y 

concierto para delinquir con fines terroristas. No es vándalo el que se roba los recursos del estado y priva 

 
45 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 462 
46 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 462 
47 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 463-464 
48 FERRAJOLI, Luigi. Garantismo Penal. p. 464 



de los servicios básicos a millones de ciudadanos, sino los ciudadanos que en protesta rompen vidrios, 

cierran vías y se defienden de las fuerzas estatales; esa es la semiótica de las élites. Y es esa semiótica la 

que se refleja en las penas y en el actuar de la fiscalía y de los jueces. 

 

El derecho sustancial no es el fundamento en los procesos judiciales contra los jóvenes del estallido, sino 

que allí prima el derecho procesal como forma de aplicación del castigo a toda costa. 

 

2.1.3 La independencia judicial  

 
Planteó Luigi Ferrajoli en una conferencia en la Universidad de Castilla La Mancha que, una de las 

condiciones fundamentales para la democracia es la independencia judicial, que los órganos jurisdiccionales 

no estén sometidos al poder político ni del ejecutivo ni del legislativo. La separación de los poderes es un 

elemento constitutivo del estado de derecho y la garantía constitucional de los derechos humanos, dice 

Ferrajoli. 49 

 

La Constitución de Colombia establece en su artículo 249 la forma de elección del Fiscal General de la 

Nación:  

 

Artículo 249. “La Fiscalía General de la Nación estará integrada por el Fiscal General, los fiscales delegados 

y los demás funcionarios que determine la ley. El Fiscal General de la Nación será elegido para un período 

de cuatro años por la Corte Suprema de Justicia, de terna enviada por el Presidente de la República y no 

podrá ser reelegido. Debe reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema de 

Justicia. La Fiscalía General de la Nación forma parte de la rama judicial y tendrá autonomía administrativa 

y presupuestal.”50 

 

La separación de poderes como elemento constitutivo del estado de derecho, como lo menciona Ferrajoli, 

claramente no es un elemento constitutivo del estado de derecho colombiano, al ser el presidente, en su 

calidad de poder ejecutivo, quien elige los ternados para la elección del fiscal. Esto ubica a la fiscalía como 

parte de la rama judicial en un escenario susceptible de la conveniencia política del ejecutivo de turno. 

 

El artículo 251 de la constitución determina las funciones de la Fiscalía General de la Nación. 51 

El Fiscal General elegido de la terna propuesta por el presidente tiene la facultad de participar del diseño 

de la política criminal del Estado y presentar proyectos de ley. ¿Qué independencia puede tener esa 

participación si su elección fue producto de la intervención del ejecutivo?  

 
49 FERRAJOLI, Luigi. (2024, 14 de octubre). La Reforma Judicial: ¿Qué sigue? El desacato y sus consecuencias 

[Video]. YouTube.  
50 Constitución Política de Colombia. (1991). Artículo 249 
51 Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, a 

los altos funcionarios que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 2. 

Nombrar y remover, de conformidad con la ley, a los empleados bajo su dependencia. 3. Participar en el diseño de la 

política del Estado en materia criminal y presentar proyectos de ley al respecto. 4. Otorgar atribuciones transitorias a 

entes públicos que puedan cumplir funciones de policía judicial, bajo la responsabilidad y dependencia funcional de 

la Fiscalía General de la Nación. 5. Suministrar al Gobierno información sobre las investigaciones que se estén 

adelantando, cuando sea necesaria para la preservación del orden público. 



 

El traslado por protección en Colombia, establecido en el artículo 155 del Código Nacional de Policía, es 

una de las figuras más cuestionadas, especialmente cuando se aplica en el marco de la protesta social, por 

considerarse que pone en riesgo el ejercicio libre del derecho a la protesta.52  

 

Cuando la vida e integridad de una persona o de terceros esté en riesgo o peligro, el personal uniformado 

de la Policía Nacional podrá trasladarla para su protección o la de terceros. 

 

Como se puede observar, la decisión del traslado por protección está bajo el concepto policivo, lo que 

cuestiona Santiago Martínez: “Aplicar el traslado por protección a personas manifestantes argumentando 

que se encuentran en una ‘grave alteración del estado de conciencia’ resulta preocupante y sospechoso. La 

vaga formulación de la norma puede terminar desconociendo que las protestas tienen un carácter disruptivo 

que comprende distintas y legítimas formas de expresiones individuales y colectivas”. 53 

 

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, mediante sentencia STC7641 del 22 de septiembre 

de 2020, ordenó a la Policía Nacional, Fiscalía y Procuraduría General de la Nación emitir un protocolo 

que permitiera a los ciudadanos y organizaciones defensoras de derechos humanos y entidades vinculadas 

a las Naciones Unidas realizar verificaciones en casos de capturas y traslado de personas durante el 

desarrollo de cualquier clase de mitin, reunión o acto de protesta. 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Fiscalía General de la Nación, en cabeza del entonces Fiscal General 

de la Nación Francisco Barbosa Delgado, emitió la Resolución 010 del 7 de enero de 2022, "Por medio de 

la cual se da cumplimiento a unas órdenes judiciales y se adopta el protocolo para verificación de 

capturas, aprehensiones y traslados por protección de personas realizadas en el marco de actos de protesta 

social".54 

 

“Fiscalía General de la Nación investiga los actos que afecten la libertad individual de los ciudadanos de 

acuerdo con el marco legal aplicable. En ejercicio de sus funciones, la entidad investiga los hechos que 

revisten las características del delito, en particular, aquellos actos de privación de la libertad de los 

ciudadanos que se realicen fuera del marco legal aplicable y que se encuentran tipificados por la ley penal. 

Al respecto se destaca el lineamiento 34 de la directiva 002 del 2021, del cual indica: 

 

 
52 Artículo 155. Traslado por protección 

Cuando la vida e integridad de una persona o de terceros esté en riesgo o peligro, el personal uniformado de la 

Policía Nacional, podrá trasladarla para su protección o la de terceros, en los siguientes casos: 

 

Cuando deambule en estado de indefensión o de grave alteración del estado de conciencia por aspectos de orden 

mental, o bajo efectos del consumo de bebidas alcohólicas o sustancias psicoactivas o tóxicas, cuando el traslado sea 

el único medio disponible para evitar el riesgo a la vida o integridad de la persona o los terceros. 

 

Cuando esté involucrado en riña o presente comportamientos agresivos o temerarios, realice actividades peligrosas o 

de riesgo que pongan en peligro su vida o integridad o la de terceros, o esté en peligro de ser agredido cuando el 

traslado sea el único medio disponible para evitar el riesgo a la vida o integridad de la persona o los terceros. 
53 MARTINEZ, Santiago. Problemas del traslado por protección en Colombia. (2022) Pág. 1  
54 FGN. Resolución 010 del 7 de enero de 2022. Pág. 1 



  

Detención arbitraría y otras formas de abuso de autoridad. Otros de los delitos que pueden ocurrir 

en un contexto de protesta social y que tienen la potencialidad de afectar el principio democrático, 

en el que se fundamenta el ordenamiento jurídico colombiano, son la privación ilegal de la libertad 

(Art. 174 del C.P.), la prolongación ilícita de privación de la libertad (Art 175 del C.P.), la detención 

arbitraria especial (Art. 176 del C.P.), así como el abuso de autoridad (an. 416 del C.P.)61. El 

artículo 28 de la Constitución Política consagra el principio de libertad, el cual se traduce en 

garantías como la reserva judicial para ordenar detenciones y registros de domicilios. Esta garantía 

constitucional tiene algunas excepciones, como la posibilidad de la policía administrativa de privar 

transitoriamente de la libertad a algunas personas para prevenir la vulneración de algunos derechos. 

Específicamente, el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana establece el traslado 

por protección y el traslado para procedimiento policivo, los cuales son medios de policía 

materiales que pueden implicar la restricción de la libertad transitoria de las personas. La aplicación 

de estos medios de policía debe sujetarse de manera estricta a los requisitos y procedimientos 

previstos en los artículos 155 y 57 de la Ley  80  de 2016, entre los que se encuentran la prohibición 

de que estas medidas sean usadas con una finalidad sancionatoria, el respeto de algunos elementos 

del debido proceso en la ejecución del procedimiento de traslado, así como el cumplimiento estricto 

de los plazos de retención de las personas privadas transitoriamente de su libertad”.  55 

 

 

El protocolo se realizó de acuerdo a la Directiva 002 del 2021 que emitió lineamientos para investigar y 

judicializar la protesta social, ampliamente cuestionada por organizaciones sociales y organismos 

internacionales, lo que derivó en que fuera revocada por la fiscal Luz Adriana Camargo Garzón, mediante 

la expedición de la Directiva 001 del 10 de septiembre de 2024, frente a la cual, como registró el diario EL 

ESPECTADOR, conceptuó la ONU: “En primer lugar, la ONU reconoció esa nueva directriz, la cual deroga 

los lineamientos establecidos por la anterior administración de Francisco Barbosa sobre los procedimientos 

en manifestaciones. Además, afirmó que el documento se ajusta a los estándares internacionales de 

derechos humanos y a las recomendaciones presentadas por esa oficina al Estado colombiano.”. 56 

 

Lo anteriormente expuesto es clara demostración de la falta de garantías que genera la ausencia de 

independencia judicial establecida en la constitución del 91. La directiva y la resolución expedidas por el 

exfiscal Francisco Barbosa obedecían a la política represiva y criminalizadora del gobierno del expresidente 

Iván Duque.  Si bien es cierto que el reciente cambio de directiva también se deriva de algún modo de la 

posición del gobierno progresista de Gustavo Petro, el poder judicial y la garantía de los derechos no pueden 

dejarlos al vaivén de las políticas de los gobiernos. 

 

 

 

 

 

 

 
55 FGN. Resolución 010 de 2022. Pág. 8  
56 El Espectador. ONU reconoció las 31 directrices de la Fiscalía durante protestas sociales. (2024). Pág. 1  



2.3.4 La independencia judicial en América Latina  

 
El 1 de junio de 2024 el pueblo mexicano irá a las urnas para la elección popular del poder judicial, un 

hecho que pone a México como el primer país del mundo en elegir popularmente los tres poderes, afirmó 

la presidenta Claudia Sheinbaum. 57 

 

La presidenta Sheinbaum  ha afirmado que la reforma al poder judicial es el resultado de la lucha del pueblo 

mexicano contra la corrupción “La reforma al Poder Judicial es la defensa del pueblo de México por la 

justicia, la honestidad, la honradez y por erradicar la corrupción, el nepotismo es corrupción”, pues ha 

referido que parte de la corrupción que se vive en el Poder Judicial es el nepotismo con el que se opera en 

el sistema de justicia y ha mencionado los resultados de la investigación publicada en el 2018  “El poder 

familiar de la federación”: “dicha investigación expone que al menos 500 jueces y magistrados de todo el 

país tienen trabajando en tribunales y juzgados a esposas, hijos, papás, sobrinos, tíos, cuñados y hasta 

suegras –publicado en el 2018–, cuyas ‘redes clientelares’ se extienden a más de 7 mil servidores públicos 

de 31 circuitos que también tienen familiares en la nómina. 58 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En lo que se refiere a la forma de elección del Fiscal en algunos países de la región: 

 

 

PAÍS NOMBRE DEL 

CARGO 

FORMA DE ELECCIÓN ESTABLECIDA EN LA 

CONSTITUCIÓN RESPECTIVA  

VENEZUELA Fiscal General 

de la República 

● Artículo 279 El Consejo Moral Republicano 

convocará un Comité de Evaluación de 

Postulaciones del Poder Ciudadano, el cual 

estará integrado por representantes de diversos 

sectores de la sociedad; adelantará un proceso 

público de cuyo resultado se obtendrá una terna 

por cada órgano del Poder Ciudadano, la cual 

será sometida a la consideración de la Asamblea 

 
57 Noticias de Chiapas. Reformar el poder judicial es la lucha del pueblo mexicano contra la corrupción y el 

nepotismo: Presidenta Claudia Sheinbaum. Pág. 36  
58 Noticias de Chiapas. Reformar el poder judicial es la lucha del pueblo mexicano contra la corrupción y el 

nepotismo: Presidenta Claudia Sheinbaum. Pág. 36 



PAÍS NOMBRE DEL 

CARGO 

FORMA DE ELECCIÓN ESTABLECIDA EN LA 

CONSTITUCIÓN RESPECTIVA  

Nacional. Esta, mediante el voto favorable de las 

dos terceras partes de sus integrantes, escogerá 

en un lapso no mayor de treinta días continuos, 

al o a la titular del órgano del Poder Ciudadano 

que esté en consideración. Si concluido este 

lapso no hay acuerdo en la Asamblea Nacional, 

el Poder Electoral someterá la terna a consulta 

popular. En caso de no haber sido convocado el 

Comité de Evaluación de Postulaciones del 

Poder Ciudadano, la Asamblea Nacional 

procederá, dentro del plazo que determine la ley, 

a la designación del titular o la titular del órgano 

del Poder Ciudadano correspondiente. Los o las 

integrantes del Poder Ciudadano serán 

removidos o removidas por la Asamblea 

Nacional, previo pronunciamiento del Tribunal 

Supremo de Justicia, de acuerdo con lo 

establecido en la ley. Sección Segunda: De la 

Defensoría del Pueblo. 59 

 

● Artículo 284 El Ministerio Público estará bajo la 

dirección y responsabilidad del Fiscal o la Fiscal 

General de la República, quien ejercerá sus 

atribuciones directamente con el auxilio de los 

funcionarios o funcionarias que determine la ley. 

Para ser Fiscal General de la República se 

requieren las mismas condiciones de elegibilidad 

de los magistrados o magistradas del Tribunal 

Supremo de Justicia. El Fiscal o la Fiscal 

General de la República será designado o 

designada para un período de siete años.60 

 
59 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Articulo 279 
60 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Articulo 284  



PAÍS NOMBRE DEL 

CARGO 

FORMA DE ELECCIÓN ESTABLECIDA EN LA 

CONSTITUCIÓN RESPECTIVA  

BOLIVIA Fiscal General 

del Estado 

● Artículo 227 I. La Fiscal o el Fiscal General del 

Estado es la autoridad jerárquica superior del 

Ministerio Público y ejerce la representación de 

la institución. II. El Ministerio Público contará 

con fiscales departamentales, fiscales de materia 

y demás fiscales establecidos por la ley.61 

● Artículo 228 I. La  Fiscal o el Fiscal General del 

Estado se designará por mayoría absoluta de la 

Asamblea Legislativa Plurinacional. La 

designación requerirá de convocatoria pública 

previa, y calificación de capacidad profesional y 

méritos, a través de concurso público. II. La 

Fiscal o el Fiscal General del Estado reunirá los 

requisitos generales de los servidores públicos, 

así como los específicos establecidos para la 

Magistratura del Tribunal Supremo de Justicia. 
62 

ECUADOR Fiscal General 

del Estado  

● Artículo 196.- La Fiscal o el Fiscal General del 

Estado reunirá los siguientes requisitos: 1. Ser 

ecuatoriana o ecuatoriano y estar en goce de los 

derechos políticos. 2. Tener título de tercer nivel 

en Derecho legalmente reconocido en el país y 

conocimientos en gestión administrativa. 3. 

Haber ejercido con idoneidad y probidad 

notorias la profesión de abogada o abogado, la 

judicatura o la docencia universitaria en materia 

penal por un lapso mínimo de diez años. La 

Fiscal o el Fiscal General del Estado 

desempeñará sus funciones durante seis años y 

no podrá ser reelegido; rendirá un informe anual 

a la Asamblea Nacional. La designación se 

realizará de acuerdo con el procedimiento 

establecido en la Constitución y en la ley. Art. 

197.  Se reconoce y garantiza la carrera fiscal, 

cuyas regulaciones se determinarán en la ley. La 

 
61 Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia. Articulo 227  
62 Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia. Articulo 228 



PAÍS NOMBRE DEL 

CARGO 

FORMA DE ELECCIÓN ESTABLECIDA EN LA 

CONSTITUCIÓN RESPECTIVA  

profesionalización con base en la formación 

continua, así como la evaluación periódica de sus 

servidoras y servidores, serán condiciones 

indispensables para la promoción y permanencia 

en la carrera de fiscal.63 

 

Mecanismo de elección  

La máxima autoridad de este órgano es el Fiscal General 

del Estado, quien es designado vía concurso de méritos y 

oposición regulado por el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, y finalmente nombrado por 

la Asamblea Nacional. Inició su periodo el 8 de abril de 

2019 y lo culmina el 8 de abril de 2025. 64 

 

 

En relación con la forma en que se elige el fiscal, en los tres países de la región expuestos en el cuadro 

anterior, es importante resaltar que en ninguno de ellos el presidente de la república, cabeza del ejecutivo, 

interviene en la elección del fiscal, como ocurre en Colombia. 

 

 En relación con la forma en que se elige el fiscal, en los 3 países de la región expuestos en el cuadro 

anterior, es importante resaltar que en ninguno de ellos el presidente de la república, cabeza del ejecutivo, 

interviene en la elección del fiscal, como ocurre en Colombia. 

 

En el ejercicio comparativo de la elección del Fiscal General en Colombia con la forma de elección en los 

países de la región consignados en el cuadro anterior, se puede concluir que la elección del Fiscal en 

Colombia es la única que está totalmente apartada de la participación de la ciudadanía y dependiente del 

poder ejecutivo, así como del poder judicial de las cortes, que están desligadas de cualquier ejercicio de 

elección con participación, verificación y veeduría ciudadana. Una concentración de poder que ha dado 

como resultado la impunidad de las élites y la desprotección de la ciudadanía ante el poder criminalizador 

y judicializador del Estado. La independencia judicial en Colombia es nula. 

 

  

La impunidad en Colombia alcanza niveles alarmantes en lo que a corrupción se refiere, pero impresiona 

la velocidad con la que se ha judicializado y sentenciado a los jóvenes manifestantes. 

 

 

 
63 Constitución de la República del Ecuador. Art. 197 
64 Asociación Ibero Americana de Ministerios Públicos. Fiscalía General Del Estado - República de Ecuador 2019. 

Pág. 1  



2.1.5 Del deber de no criminalizar  

 

Sobre las implicaciones de la aplicación del derecho penal a los manifestantes, se ha pronunciado la 

Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 

“La aplicación del derecho penal frente a conductas de los participantes en una manifestación constituye 

una restricción grave y con serias consecuencias para la libertad de expresión y los derechos de reunión, 

asociación y participación política, que conforme a los principios desarrollados anteriormente solo pueden 

utilizarse de modo muy excepcional y está sujeto a un mayor nivel de escrutinio”.65 

 

Asimismo, la Comisión ha expresado su preocupación por el incremento de la aplicación de acciones 

penales contra manifestantes en América Latina:  

 

La Corte Interamericana ha establecido lo siguiente frente al uso de la penalización de manifestantes: “En 

otras palabras, se debe analizar si la utilización de sanciones penales encuentra justificación bajo el estándar 

de la Corte Interamericana que establece la necesidad de comprobar que dicha limitación (la penalización) 

satisface un interés público imperativo necesario para el funcionamiento de una sociedad democrática”.66 

Lo que lleva al análisis de si lo establecido por la Corte ha sido el rector para criminalizar la protesta en 

Colombia, pues la sociedad no ha tenido un funcionamiento en un ámbito más democrático, sino que ha 

resultado en un escenario represivo y antidemocrático, que no solo ha demonizado la protesta social, sino 

que ha generado una disminución de la participación de los jóvenes en la protesta social, llevando a la 

desaparición de la organización juvenil conocida como “Primera Línea”, reprimiendo el derecho de reunión 

y asociación. Así lo ha expresado la campaña Objetivo Libertad, en referencia al reciente caso, que se 

analizará en el siguiente capítulo, en el que la Fiscalía reconoció que se llevó a juicio a una joven, basados 

en prejuicios. 67 

 

 
65 CIDH. Protesta y Derechos Humanos. (2019). Pág. 64  
66 CIDH. Protesta y Derechos Humanos. (2019). Pág. 64 
67 La Fiscalía la llevó a juicio por ‘terrorismo’ en el paro de 2019: ahora dice que su condena se basó en prejuicios. 

2025. Pág. 1  



 
68 

 

 

Lo manifestado por la campaña Objetivo Libertad, es la confirmación del efecto amedrentador de la 

penalización, que advirtió la CIDH, en el  Informe Anual de la Relatoría para la Libertad de Expresión, 

2002, Cap. IV, párr. 35.: “es importante recordar que la criminalización podría generar (...) un efecto 

amedrentador sobre una forma de expresión participativa de los sectores de la sociedad que no pueden 

acceder a otros canales de denuncia o petición como ser la prensa tradicional o el derecho de petición dentro 

de los órganos estatales donde el objeto del reclamo se origina. El amedrentamiento a la expresión a través 

de la imposición de penas privativas de la libertad para las personas que utilizan el medio de expresión 

antes mencionado, tiene un efecto disuasivo sobre aquellos sectores de la sociedad que expresan sus puntos 

de vista o sus críticas a la gestión de gobierno como forma de incidencia en los procesos de decisiones y 

políticas estatales que los afecta directamente”. 69 

 

El aleccionamiento y amedrentamiento de manifestantes a través de las imputaciones de la Fiscalía son el 

resultado de la sumisión del ente acusador al poder político, generado por la ausencia total de independencia 

judicial. 

 

 
68 Objetivo Libertad [@ObjetivLibertad]. (7 de abril de 2025). [Tweet] 
69 CIDH. Protesta y Derechos Humanos. (2019). Pág. 65 



La fiscalía entonces no es ni siquiera instrumentalizada, es que está diseñada como arma criminalizadora y 

aparato de montajes judiciales obediente a las políticas del Estado represor. Es una forma encubierta de 

mantener la forma del estado de sitio para mantener la seguridad y el orden de esas élites gobernantes. 

 

 

 

 

2.1.6 Política criminal y deslegitimación del derecho 
 

La criminalización de la protesta social se refiere a la implementación por parte del Estado de marcos 

jurídicos, estrategias y acciones político-judiciales con el objetivo de tratar como ilegítimo e ilegal el 

ejercicio de ciertos derechos civiles. Estas acciones incluyen manifestaciones, movilizaciones, 

organización, reclamaciones pacíficas de derechos, documentación y presentación de informes, así como 

la defensa jurídica de personas acusadas de delitos políticos. En muchos casos, se recurre a la violencia 

contra personas y organizaciones para llevar a cabo estas medidas.70  

 

No existe en Colombia un marco institucional de protección y atención a la protesta social que garantice el 

ejercicio pleno del derecho en condiciones de seguridad para los ciudadanos, sin los riesgos de 

estigmatización y criminalización, lo que demuestra que no ha sido del interés del Estado brindar esas 

garantías, y prueba de ello es que Colombia no ha reglamentado el artículo 37 de la Constitución. Artículo 

37. Toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse pública y pacíficamente. Sólo la ley podrá 

establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá limitar el ejercicio de este derecho.  En los 

últimos años, han surgido iniciativas legislativas para reglamentar el artículo 37 promulgando la ley 

estatutaria, sin resultados positivos hasta el momento.  La más reciente iniciativa fue radicada en agosto de 

2024. 71  

 

El objetivo de la criminalización es impedir que las propuestas, denuncias y perspectivas defendidas por 

los miembros de organizaciones sociales y defensores de derechos humanos sean conocidas por la sociedad 

o la comunidad internacional. Esta práctica también busca estigmatizar y descalificar las fuentes de 

información y oposición a las políticas públicas.72 El Estado colombiano ha sido muy exitoso en su accionar 

criminalizador, no solo evitando un marco normativo que garantice la no estigmatización y criminalización, 

sino en su capacidad para silenciar los reclamos sociales.  

 

La Misión de Observación Internacional por Garantías a la Protesta Social y contra la impunidad en 

Colombia, pudo evidenciar en el marco del estallido social del 2021, un Estado autoritario y violador de los 

Derechos Humanos. Asimismo, encontró que la represión y la violencia contra la protesta social no fue 

coyuntural del estallido de 2021, sino que ha sido una constante histórica en Colombia. Organizaciones 

sociales y desde sectores académicos manifestaron a la Misión que en Colombia se le da tratamiento de 

guerra a la protesta social. 73 

 

 
70 Criminalización de la protesta social. Comisión Internacional de Juristas. Pág. 3 
71  Comisión Colombiana de Juristas. La legislación colombiana debe garantizar el derecho a la protesta. 2024.  Pág. 

1 
72 Criminalización de la protesta social. Comisión Internacional de Juristas. Pág. 4 
73 Forjando Futuros INFORME FINAL Misión SOS Colombia Del 3 al 12 de julio de 2021. Pág. 11 



Según la Corte, en un Estado con un marco constitucional que proporciona herramientas adecuadas para 

expresar la inconformidad, como el estatuto de la oposición, la revocatoria del mandato, el principio de 

soberanía popular, el control de constitucionalidad, la acción de tutela, las acciones de cumplimiento y las 

acciones populares, entre otras, no hay justificación razonable para considerar legítima la confrontación 

armada ni las actitudes violentas de resistencia a la autoridad.74  

 

 

La confrontación es señalada desde las cortes, en una narrativa que pretende hacer creer que esta no es 

necesaria, como si las razones para ella hubieran desaparecido, y los pueblos dentro de los mal llamados 

“Estados de Derecho” estuvieran revestidos con el poder de hacer efectivos sus derechos. 

 

Las cortes van legitimando el falso Estado de Derecho y así legitimando la acción criminalizadora del ente 

acusador.  

 

Organizaciones sociales han solicitado al presidente Gustavo Petro, el cumplimiento de su compromiso con 

la creación de una Comisión de la Verdad sobre la represión estatal en el estallido social 2019-2021, pues 

después de un año del compromiso, este no ha sido cumplido por el gobierno. Esta solicitud es resultado de 

un Estado indiferente y displicente con el grito que representa la protesta social, y la distancia deliberativa 

de la sociedad manifestante. 75  

https://x.com/FerSpinozaM/status/1915456737726914753?t=uA4H93onWSclUISMait79w&s=08 

 

2.1.7 La Criminalización Primaria y Secundaria  
 

De acuerdo con Baratta (2004), la criminalización primaria y secundaria se enmarcan en la capacidad del 

poder para definir quiénes son considerados sujetos desviados, surgiendo como resultado del control social. 

Así, la criminalización primaria se refiere a la elaboración de reglas (penalización y despenalización), 

mientras que la criminalización secundaria abarca el proceso de aplicación de las normas penales o, en su 

defecto, toda la etapa del juicio.76 

 

En ambos casos, cabe destacar que, aunque la Fiscalía General de la Nación no puede suplantar al legislador 

en la creación de normas, sí establece directrices y da forma al poder para definir lo que considera relevante 

en términos de política criminal. Esto activa un proceso de criminalización primaria y secundaria, ya que, 

mediante la primera etapa, lleva a juicio a los sujetos seleccionados.    

 

Los jóvenes manifestantes son sujetos de especial criminalización, y las formas primarias de criminalizarlos 

inician con la estigmatización de la fuerza de su indignación que se enfrenta al miedo a las fuerzas policiales 

y militares con el ímpetu de su juventud; el señalamiento de su rebeldía revestida de la convicción de 

subvertir el orden injusto de desigualdad e inequidad es señalado de vandalismo e irrespeto a una autoridad 

que osa asesinarlos y torturarlos, para terminar llevándolos a los estrados judiciales como terroristas. 

 
74 Sentencia C-009 de 1995, (MP Vladimiro Naranjo Mesa). 
75 Spinoza Fer. Carta al presidente @petrogustavo Solicitud cumplimiento de compromiso con la 
creación de una Comisión de la Verdad sobre la represión estatal en el Paro Nacional 2019 – 2021 en 
Colombia.Por las víctimas del estallido, no mas impunidad, comisión de la verdad ya! 
76 BARATTA, A. Criminología Critica y critica al derecho penal: introducción a la sociología jurídico-penal. Siglo 

XXI Editores. (2004).  Pág. 95  
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Capítulo III: La Fiscalía, un arma de criminalización 

 

En el marco del estallido social del 2021 en Colombia, la Fiscalía General de la Nación mostró actuaciones 

encaminadas a la criminalización de la protesta social, usando mecanismos como el abuso del Código Penal 

al inflar delitos, la infiltración de agentes encubierta en las protestas y la estigmatización y el tratamiento a 

los jóvenes manifestantes de la conocida Primera Línea, como un GAO (Grupo Armado Organizado).  

 

Frente a la convocatoria de noviembre del Paro Nacional del 2021, el gobierno de Iván Duque, dos días 

antes ya estaba creando una campaña de criminalización y estigmatización de los manifestantes, 

provocando la reacción de los convocantes, quienes advirtieron sobre la intención de amedrentamiento de 

la ciudadanía con el fin de restarle fuerza a la movilización. Aunado a lo anterior, el gobierno participó de 

una  campaña de estigmatización contra el paro, creando en redes sociales el numeral #YoNoParo, 

asimismo, tomó medidas como el toque de queda o el acuartelamiento militar para “garantizar el orden 

público” de la manifestación convocada. 77 

 

El informe final de la Misión de observación internacional por garantías a la protesta social y contra la 

impunidad en Colombia, advirtió que tuvo conocimiento de actuaciones arbitrarias de la Fiscalía, que al 

parecer serían casos de montajes judiciales.     

 

 

 

3.1 Judicializaciones arbitrarias 
 

Durante la Misión se tuvo conocimiento de diversos casos de judicialización que, de 

acuerdo con las víctimas, familiares y organizaciones, serían montajes judiciales. En los 

relatos se mencionan que los cargos imputados son “terrorismo”; “concierto para 

delinquir”; “daño a bien ajeno”, “violencia a servidor público” y “obstrucción a vías 

públicas”. 78 

 

 

La Misión también resaltó la preocupación manifestada por las organizaciones de derechos humanos y 

víctimas que cuestionan la independencia judicial de la Fiscalía, justamente, por lo que se analizaba en el 

capítulo anterior, dado que la misma Constitución colombiana establece la injerencia del presidente en la 

elección del fiscal, al ser quien elige los ternados.79   

 

En varios países de la región, la respuesta del Estado a la protesta social se basa en el Código Penal. Sin 

embargo, como señalan Uprimny y Sánchez en este libro, “el uso del derecho penal contra la protesta social 

conlleva diversos riesgos a diferentes niveles". Por un lado, existen peligros inherentes a la propia ley penal 

 
77 QUINTERO, Daniela. Fundación Paz y Reconciliación. Las normas internacionales que protegen la protesta. 
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y, por otro, surgen problemas en la aplicación de disposiciones penales que, aunque pueden ser legítimas 

en teoría, son utilizadas de manera indebida por la policía, los órganos de investigación o los jueces”.80  

 

El riesgo de utilización indebida del código penal por los órganos de investigación, es lo que se hizo realidad 

en Colombia, a través de una fiscalía que se convirtió en un órgano represor.  

 

La Fiscalía General de la Nación en su informe de gestión del año 2021 a 2022, determinó que el Paro 

Nacional era una coyuntura sociopolítica que requería una respuesta institucional y generó una nueva 

necesidad misional y afirmó que, como consecuencia de las alteraciones al orden público, a la violencia y 

a las violaciones a los derechos humanos, que ocurrieron en el marco de las jornadas de protesta social que 

se presentaron en el país desde el 28 de abril de 2021, el ente acusador se ha visto enfrentado a nuevos 

desafíos y necesidades en el ejercicio de las funciones misionales”.81  

 

Asimismo, en una clara forma de respuesta a la coyuntura del estallido social la Fiscalía emitió nuevos 

lineamientos para la investigación,  

 

Como respuesta a estos desafíos, evidenció la necesidad de crear: i) directrices investigativas que 

priorizaran las investigaciones por hechos que se presentan en las jornadas de protesta, en aras de 

consolidar criterios claros para la adecuación típica del comportamiento y el análisis de 

antijuridicidad, que cuente con la capacidad de demostrar que la conducta investigada superó la 

esfera del amparo constitucional; y ii) estrategias para la efectiva identificación, investigación y 

judicialización de los hechos delictivos ocurridos en el contexto de las manifestaciones. Estos 

desarrollos se presentan a continuación.82  

 

Mediante la Directiva No. 0002 del 4 de junio de 2021, “Por medio de la cual se establecen lineamientos 

para la investigación y judicialización de delitos cometidos en el marco y con ocasión de la protesta social 

y se fijan otras directrices”. 83 la Fiscalía estableció lineamientos criminalizadores de la protesta social, que 

afectaron los procesos penales de muchos jóvenes que curiosamente fueron capturados después de la 

emisión de esta directiva.  

 

La Fiscalía afirma en su informe de gestión que, “La estrategia implementada de manera transversal por la 

Delegada para la Seguridad Territorial, la Delegada contra la Criminalidad Organizada y la Delegada para 

las Finanzas Criminales desarrolla actualmente 12 líneas priorizadas para abordar los hechos delictivos 

ocurridos en el marco de las manifestaciones.” 84de esta forma tomó una posición de despliegue de su 

accionar contra la protesta social, señalándola con el manto de una forma de crimen organizado. 

 

En la presentación de la siguiente gráfica del informe de gestión, se puede observar cómo en el mismo 

listado de organizaciones armadas subversivas, la Fiscalía osó enlistar a movimientos sociales de jóvenes, 

afirmando, “En las investigaciones adelantadas por la Fiscalía General de la Nación, sobre actos violentos 

 
80 COX, Francisco. (2010). Derecho Penal y Protesta Social. Pág. 49 
81 Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 32 
82 Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 33 
83 FGN. Directiva No. 0002 del 4 de junio de 2021 
84 Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 33 



ocurridos en el marco del paro nacional, se recaudaron elementos materiales probatorios y evidencia física 

que apuntaron a la participación de Grupos Armados Organizados”.85   

 

 

 

 

 

 

Gráfico 7: 27 Casos relacionados con crimen organizado 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 3586 

  

Mientras en relación con los movimientos de jóvenes la Fiscalía afirma que se encontró “evidencia”, frente 

a los crímenes cometidos por la fuerza pública, usa como sesgo salvador la alocución “presuntamente”, 

asimismo, se observa cómo a frente a los manifestantes se usa la dirección para el crimen organizado y para 

la fuerza pública la Dirección Especializada contra las Violaciones a los Derechos Humanos:  

 

Así mismo, a través de un trabajo articulado entre la Delegada para la Seguridad Territorial y la 

Dirección Especializada contra las Violaciones a los Derechos Humanos (DECVDH), se 

adelantaron investigaciones por homicidios cometidos, presuntamente, por miembros de la Fuerza 

Pública, en el marco de las manifestaciones, y afectaciones dirigidas a miembros de comunidades 

indígenas”. 87 

 

 
85 Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 34 
86 Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 35 
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Desde muchos sectores, se escucharon voces denunciando la criminalización de la protesta social, que entre 

otras cosas ha sido histórica en Colombia:  

 

Llamamos al nuevo Congreso de la República a abocar la tarea de derogar aquellas disposiciones 

legislativas que penalizan el ejercicio de la protesta social, como las contenidas en el Código de 

Policía y la Ley de Seguridad Ciudadana, que habilitan el uso del traslado arbitrario ‘por 

protección’, la asistencia militar a la Policía en manifestaciones o la penalización de la obstrucción 

de vías. También le insistimos para que adelante una verdadera reforma a la Policía Nacional, la 

cual sea debatida ampliamente con la ciudadanía, en la que el Escuadrón Antidisturbios (ESMAD) 

sea depurado y reestructurado, y esta institución sea separada del Ministerio de Defensa”. 88 

 

El medio de comunicación e investigación Cuestión pública, alertó sobre los mecanismos que estaba usando 

la Fiscalía y cómo se hacía un uso doloso del código penal, sumado a que  las investigaciones venían de la 

Dirección Especializada contra el crimen organizado, lo que construyó la semiótica peligrosa del 

manifestante como símbolo de pertenencia a una organización criminal, esta investigación examina 

detenidamente los métodos empleados por la Fiscalía de Francisco Barbosa para alcanzar ese objetivo. Las 

cifras y testimonios revelan serias irregularidades, abuso del derecho penal y persecución. Dos aspectos 

destacan en estos casos: según abogados defensores, "los delitos fueron exagerados"; y de esos 10 

documentos, 6 fueron elaborados y firmados por fiscales de la Dirección Especializada contra el Crimen 

Organizado (Decoc). 89  

 

En la infiltración de agentes encubierta en la protesta social, la Fiscalía  introdujo la narrativa de que la 

protesta social es algo que hay que intervenir como crimen organizado para construir una cortina de humo 

sobre las legítimas razones del levantamiento social,   

 

La abogada Lorena Ochoa, del Comité de Solidaridad con los Presos Políticos (CSPP), una 

organización que defiende pro bono a decenas de jóvenes acusados por hechos ocurridos durante 

el Paro Nacional, explica que en las Américas se utilizaron agentes infiltrados. Hubo 5 agentes 

encubiertos, documentados, con la autorización del juez de control de garantías”.90  

  

La Fiscalía introdujo un miedo social a la judicialización en el marco de la protesta social, consolidándose 

como ente represor y tomando una posición política que no le corresponde como ente acusador, desviándose 

de su misionalidad, “Manifestantes y algunas autoridades manifestaron su preocupación a la oficina de ser 

involucrados en procesos judiciales por su rol en la protesta. En el caso de los manifestantes, esta 

preocupación se debe al vínculo mediático que varios actores hicieron entre la protesta y los casos de 

vandalismo y de destrucción o de presuntos actos terroristas. Se debe también a las declaraciones reiteradas 

por parte de autoridades del Estado en relación a la criminalización de los bloqueos”. 91    

 

El uso del delito de terrorismo para criminalizar a manifestantes resultó una forma de terrorismo de Estado 

contra la protesta social, usando a la Fiscalía como arma para instaurar el terror a ser judicializado por 

delitos graves, “Es de particular preocupación las acciones judiciales por delitos graves contra personas 

manifestantes. A este respecto, la Oficina recuerda que según el Comité de Derechos Humanos “si bien los 

 
88 CSJ, 2021, pág. 1 
89 Cuestión Pública, 2022, pág. 1 
90 Cuestión Pública, 2022, pág. 2 
91 Naciones Unidas, 2021, pág. 48 



actos de terrorismo se deben penalizar de conformidad con el derecho internacional, la definición de esos 

delitos no debe ser excesivamente amplia ni discriminatoria y no se debe aplicar de manera que restrinja o 

desaliente el ejercicio del derecho de reunión pacífica.”92   

 

Finalmente, la Oficina toma en cuenta la Directiva 008 del 2016 de la Fiscalía General de la Nación, que 

establece los lineamientos generales sobre los delitos que pueden cometerse durante la "protesta social" y 

define los límites al poder punitivo del Estado en caso de hechos violentos durante las manifestaciones 

públicas.93 Las directivas de la Fiscalía no solo han emitido lineamientos de investigación, sino que dan 

muestra de la posición política y del respeto por las garantías de la ciudadanía que han tenido los distintos 

fiscales generales, como la antes mencionada, que en su momento fue emitida por el entonces Fiscal 

General, Luis Eduardo Montealegre Lynnet.  

 

El cambio de directiva de la fiscalía para imputar delitos graves como el de Terrorismo en el marco del 

estallido social, es un indicador claro de la alineación del Fiscal Francisco Barbosa Delgado con las políticas 

y narrativas del Gobierno del presidente Iván Duque, con las que no solo deslegitimaban las 

manifestaciones sino que las señalaban y estigmatizaban,  “Constituye un acto reiterado y no accidental que 

en varios casos a nivel nacional la Fiscalía haya imputado a los manifestantes con tipos penales como 

“terrorismo”, “concierto para delinquir”, “tentativa de homicidio”, “instigación a delinquir”, “secuestro”, 

“tráfico, fabricación y porte de explosivos”, entre otros”.94   

 

Los jóvenes judicializados por hechos ocurridos en el marco del paro, hoy son víctimas de la imputación y 

de la condena por delitos graves en una desproporción del uso del código penal, que no solo pretendía su 

señalamiento y condena, sino que introdujo el miedo social a manifestarse y la imposibilidad de los jóvenes 

de acceder a la amnistía. El cambio de directiva de forma amañada y como afirmaron los relatores, 

desconociendo estándares internacionales, además de instalar en el imaginario colectivo el sinónimo 

perverso de manifestación y terrorismo,  “Las y los Relatores enfatizaron en el desafortunado cambio 

adelantado por la Fiscalía en los criterios para investigar posibles delitos en el marco de las protestas. En 

especial, subrayaron su preocupación por la interpretación consagrada en la Directiva N° 002 de 2021, 

promovida por  el actual Fiscal General, que abría las puertas para investigar los posibles actos delictivos 

de la protesta como “terrorismo”, contrariando los estándares internacionales que la comunicación anexa, 

y en contraste con el criterio que hasta ese momento consagraba  la derogada  Directiva N° 008 de 2016, la 

cual indicaba que debían tipificarse bajo el delito político de “asonada”. 95 

 

Hay un terrorismo de Estado contra la protesta social con la connivencia de distintos actores, haciendo  un 

uso político de la rama judicial, y lo peor, es que no en defensa del Estado de Derecho, sino en detrimento 

del mismo, “Si bien dentro del derecho procesal penal colombiano la calificación jurídica puede variar 

durante el proceso judicial, no dejan de ser reprochables los efectos que tuvo calificar la protesta social 

pacífica como actos de terrorismo. Para la Fiscalía fue fácil atribuirle a todo acto de protesta elementos de 

este tipo penal, dejando de lado el nivel en que bienes jurídicos como la vida, la integridad personal y la 

libertad, en el marco del paro nacional, fueron vulnerados por parte del Estado mediante sus agentes.”96 
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La Directiva 0008 de 2016 emitida por el entonces Fiscal General Luis Eduardo Montealegre Lynet, en su 

punto 12 establecía que, “el delito de terrorismo es inaplicable en casos relacionados con la protesta social, 

porque con este tipo penal se pretende reprimir las conductas que generan un estado zozobra en la población 

o en un sector de esta. Los estereotipos no pueden fundamentar decisiones del proceso penal.  

 

Contrariando los estándares internacionales para la aplicación del delito de terrorismo el entonces Fiscal 

General Francisco Barbosa, emitió la Directiva 0002 de 2021, incluyendo en el punto 37 la aplicación del 

delito de terrorismo en el marco de la protesta social.  La protesta social no puede ser utilizada como 

escenario para la comisión de hechos terroristas, los cuales no solo deslegitiman la protesta social pacífica, 

sino que además ponen en peligro la vida e integridad de los manifestantes y de los ciudadanos. La finalidad 

de la administración de justicia es garantizar el goce de los derechos fundamentales y, por lo tanto, debe 

velar por proteger la protesta pacífica, que es afectada por estos hechos. Por esta razón, la Fiscalía priorizará 

la investigación de este fenómeno delictivo. De conformidad con el precedente de la Sala de Casación Penal 

de la Corte Suprema de Justicia, los verbos rectores del tipo penal terrorismo, son provocar o mantener en 

zozobra o terror a la población.97  

 

Es así, como la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas emitió un comunicado recogiendo 

las preocupaciones de las y los relatores, señalando que “Expertos de la ONU han solicitado a Colombia 

que deje de utilizar indebidamente las medidas antiterroristas y los delitos penales graves, como el 

terrorismo, para procesar a personas por participar en protestas contra las políticas del Gobierno”. 98 

 

Por otra parte, la estigmatización de la juventud y de su conceptualización como Primera Línea,  que 

enfrentaba con sus escudos de lata la represión estatal del escuadrón antidisturbios ESMAD y se ponían en 

frente protegiendo a los manifestantes para impedir que el escuadrón los reprimiera; sus cuerpos escuálidos 

resultado de sus difíciles condiciones de vida, contrastaban con la envergadura y fortaleza de los miembros 

del ESMAD ante las paupérrimas herramientas de los jóvenes con sus cascos viejos y sus rodilleras rotas.  

 

Aquellas imágenes que el país pudo ver no parecen tener nada que ver con la narrativa de la fiscalía sobre 

una “Primera Línea” como una organización peligrosa, en su informe de gestión, “Investigaciones sobre 

“Primera Línea” en el marco de la Protesta Social año 2021. Por su parte, ante la denominada Primera 

Línea, la Fiscalía General de la Nación ha adelantado la investigación de 18 procesos en 10 departamentos 

y una ciudad (Mapa 2), de ellos, para el 12 de febrero de 2022, un (01) proceso registra en indagación, 11 

en investigación y 5 en juicio, 2 de ellos con sentencia condenatoria. Logrando una tasa de avance de 

esclarecimiento del 94.4 %”.99 Informe de Gestión FGN, 2022, pág. 35 

 

La juventud sufrió una revictimización, porque aunado a sus condiciones de ausencia de oportunidades y 

pobreza, se le señaló, se le asesinó, se le propinaron lesiones oculares, se le desapareció y se le lapidó como 

parias de la sociedad, “Una de las principales preocupaciones de ONU-Derechos Humanos es el uso de 

tipos penales, como los de concierto para delinquir y terrorismo que, de acuerdo a las normas y estándares 

internacionales de derechos humanos aplicables, no resultan adecuados para sancionar las conductas 

violentas que pueden surgir en el marco de las protestas”, dijo. Y añadió que la utilización del delito de 
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terrorismo “resulta excesiva”. También advirtió que el hecho de procesar a los jóvenes por el presunto delito 

de concierto para delinquir genera una grave estigmatización.”100  

 

Hay una construcción moral que deviene del miedo al Estado represor que impone  quiénes son los buenos 

y quiénes son los malos, qué está bien y qué está mal, en  una construcción “moral” que destruye el Estado 

de derecho y la dialéctica de lo humano, para amedrentar el derecho y promulgar su “moral”; entonces la 

sociedad se desliga de toda posibilidad de análisis y crítica a ese Estado represor, y se masifica en la mirada 

indiferente ante la injusticia, “En primer lugar, se ha demonizado exacerbadamente a los jóvenes de la 

Primera Línea, ya mediáticamente contramarcados como” vándalos” y “delincuentes” y por ello la sociedad 

en general ya no reacciona ni protesta en su favor sino que aprueba silenciosa y pasivamente su detención, 

su judicialización y su condena legal y social. Los medios masivos no han echado mano de las sentencias 

de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte y la Comisión Interamericanas de 

Derechos Humanos en las cuales se defiende y se legitima el derecho a la protesta social y se condena la 

represión contra la misma. Esta es la mejor contribución de los medios al reforzamiento de la política 

represiva y criminal del Estado.”101  

 

En la opinión pública, las vocerías se empezaron a relacionar con la llamada “primera línea”, como se 

identificó a los jóvenes que se ubicaban al frente en las manifestaciones. Luego, esa identificación empezó 

a ser usada por algunas autoridades y quienes rechazaban las protestas para estigmatizar a los jóvenes como 

“vándalos” y judicializarlos. De hecho, según información del mismo derecho de petición respondido por 

la Fiscalía, 165 personas tienen captura legalizada en el marco de una línea de investigación llamada 

“primera línea”. 102  

 

La narrativa de los contraderechos, en los que no poder circular era más grave que una juventud que gritaba 

su falta de oportunidades, el hambre y la injusticia, se convirtió en la forma en que el Estado logró reprimir 

y apagar la manifestación, con la manipulación de una sociedad en connivencia con la desigualdad, la 

represión y la impunidad.  

 

3.1.2 Cronología de tres directivas de la Fiscalía 

 

3.1.3 Directiva 0008 de 2016 

 

Esta directiva fue emitida por el exfiscal General de la Nación, Luis Eduardo Montealegre Lynett, siendo 

presidente de la república Juan Manuel Santos Calderón. 

 

La directiva tenía un objetivo claro, y al mismo tiempo anunciaba una posición garantista y de protección 

al derecho a la protesta: “establecer límites al poder punitivo del Estado cuando ocurren hechos violentos 

en el curso de las manifestaciones públicas”. 103 Estableció la directiva que, las conductas punibles 

cometidas por los manifestantes debían interpretarse de conformidad con los derechos fundamentales a la 

libertad de expresión y reunión, y de acuerdo con el principio democrático. Llamaba a realizar un juicio 

 
100 W Radio, 2022 
101 Noche y Niebla, 2021, pág. 20 
102 Mutante, 2024, pág. 2  
103 FGN. Directiva 0008 de 2016. Pág. 1  



estricto de tipicidad (de los delitos de asonada y obstrucción a vías y perturbación de transporte), y a la 

búsqueda de la posibilidad de aplicación del principio de oportunidad.  

 

La directiva abarcaba 5 partes fundamentales, proporcionado herramientas conducentes a orientar el análisis 

jurídico requerido para la prevención de la criminalización de la protesta y evitar cualquier abuso del poder 

punitivo del Estado: 

 

a.) Primera parte: abordaje del derecho a la protesta 

 

b.) Segunda parte: derecho penal es de última ratio  

 

c.) Tercera parte:  características que debe reunir la protesta violenta  

 

d.) Cuarta parte: análisis de la tipicidad de los delitos de asonada, perturbación de transporte colectivo u 

oficial y la obstrucción a vías públicas que afecten el orden público. 

 

e.)  Quinta parte: argumentos para la aplicación del principio de oportunidad en los delitos que podrían 

llevar a la investigación en la protesta social. 104  

 

 

Fundamental resultaba que la directiva fue contundente en que no era admisible por ningún motivo la 

utilización del delito de terrorismo: “El tipo penal de terrorismo no debe ser utilizado, bajo ninguna 

circunstancia, para reprimir las conductas violentas en que se incurra en una manifestación”. 105 Asimismo, 

estableció la directiva que: “El delito de terrorismo es inaplicable en casos relacionados con la protesta 

social, porque con este tipo penal se pretende reprimir las conductas que generan un estado de zozobra y 

terror en la población o en un sector de esta”.106 

 

Advertía la directiva que los estereotipos no podían constituirse en fundamento de las decisiones del proceso 

penal, y que con una incorrecta interpretación de los delitos de asonada y terrorismo se podía incurrir en 

una criminalización injustificada de la protesta social.  

 

Dejaba claro la directiva, que, en los casos de protestas no pacíficas, el uso del derecho penal no debía 

perder de vista que en un Estado social y democrático de derecho se consideraría como la última ratio.  

Señalaba que cuando se aplica el derecho penal a protestas con actos violentos, los operadores jurídicos 

deben garantizar la igualdad material y el carácter democrático de la libertad de expresión. Citando al jurista 

Luigi Ferrajoli, que ha advertido que al aplicar la ley penal el operador de justicia debe realizar un juicio 

de equidad que es de carácter valorativo. 107 

 

La directiva exponía una postura humanística y pro homine, resaltando la importancia de acudir en el 

análisis el  principio de distancia deliberativa desarrollado por el jurista Roberto Gargarella: "Cuanto más 
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marginado del debate público está un grupo por razones que están más allá de su propia responsabilidad, 

más sensible tiene que ser el poder judicial a las demandas de dicho grupo, y mayor protección debe prestar 

a las formas de comunicación desafiantes que estos grupos eligen para presentar sus demandas."108 La 

sensibilidad del poder judicial con estos grupos marginados del debate público, como es el caso de los 

jóvenes integrantes de la “Primera Línea”, estuvo y ha estado ausente de las decisiones de jueces, fiscales 

y cortes.  Del mismo modo, el poder judicial ha tenido una indiferencia total con el principio de violaciones 

sistemáticas, de las que han sido víctimas los jóvenes marginados que participaron en las protestas y que 

fueron judicializados.  

 

En lo que se refería a la aplicación del delito de terrorismo en caso de actos violentos cometidos en el marco 

de la protesta social, la directiva establecía que se debían presentar los argumentos para descartarlo. En lo 

concerniente al tratamiento de los delitos de asonada la perturbación del servicio de transporte y la 

obstrucción de vías públicas, advertía la directiva, que se trataba de algo aún más complejo al estar 

relacionado con un derecho constitucional: “El ejercicio del derecho a la reunión y a la manifestación puede 

afectar las rutinas sociales y generar algunos traumatismos en el transcurso cotidiano de las actividades, 

pero esto no justifica el tratamiento penal de las conductas. Por esta razón, la verificación de los elementos 

objetivos del tipo en cada caso concreto debe partir de una interpretación restrictiva”.109 En cuanto al delito 

de asonada, se resaltaba que la violencia es distinta al tumulto, como lo estableció la Corte, y que para que 

se configure el delito de asonada es necesario probar que hubo dolo, daño a la integridad de la persona o un 

daño grave a un bien. En relación con el delito de obstrucción de vías, advertía que la tipicidad solo se 

presenta cuando se realiza a través de medios ilícitos. 

 

En lo que respecta al tratamiento del delito de terrorismo, la directiva fue reiterativa, en prevenir sobre su 

improcedencia en casos relacionados con la protesta social, insistiendo en que este delito es un tipo penal  

dirigido a reprimir conductas de extrema gravedad, y que usualmente proviene de organizaciones que tienen 

como objetivo generar zozobra y terror en la población: “La Corte Constitucional ha señalado que "la 

interpretación del delito de 'terrorismo', más allá de la rigurosidad técnica, debe matizarse conforme al 

principio constitucional de legalidad, en procura de evitar que a su amparo se incriminen y penalicen los 

delitos políticos, en sí mismos considerados, el delito común y la protesta social. A pesar de ello, existe 

evidencia del uso de este delito para criminalizar actos de protesta social, lo cual resulta claramente 

desproporcionado” 110 

 

Puntualiza la directiva en la forma como la corte definió las características del delito de terrorismo:   

 

"El 'terrorismo' es un delito dinámico y se diferencia por tanto de los demás tipos. Como conducta responde 

a unas características diferentes de cualquier tipo penal, por lo siguiente: Primero, es pluriofensivo pues 

afecta o puede llegar a afectar varios bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento penal. Segundo, 

obedece a organizaciones delincuenciales sofisticadas. Tercero, el terrorista demuestra con su actitud una 

insensibilidad frente a los valores superiores de la Constitución Política, que son un mínimo ético, al atentar 

indiscriminadamente contra la vida y dignidad de las personas.". 111 
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Concluye entonces la directiva frente al uso del delito de terrorismo como represor de la protesta social que, 

“resulta desproporcionado utilizar este tipo penal para reprimir protestas que incluso sean violentas, 

máxime si se tiene en cuenta que el ordenamiento penal contiene descripciones típicas más precisas para 

reprimir los actos de violencia que se presentan en el curso de una manifestación” .112 

 

3.1.4 Directiva 0002 de 2021 

 

Esta directiva fue emitida por el exfiscal General de la Nación, Francisco Barbosa Delgado, siendo 

presidente de la República Iván Duque Márquez.  

 

Esta directiva "Por medio de la cual se establecen lineamientos para la investigación y judicialización  de  

delitos \cometidos en el marco y con ocasión de la protesta social y se fijan otras directrices", infiere en su 

propio título una estigmatización y criminalización de la protesta, presentándola como un escenario de 

comisión de delitos y en el que se hace necesaria la judicialización.  Aunado a eso, se atreve la directiva a 

colegir que la protesta social es afectada y deslegitimada por la comisión de delitos cometidos en el marco 

de la misma, e incluso tomando parte por esa ciudadanía que no “participa” de las protestas, que en realidad 

se trata de aquellos para quienes la protesta social es una amenaza para  mantener el statu quo de desigualdad 

y de injusticia por medio del cual han obtenido sus privilegios: “la Entidad, reiterando su compromiso con 

el derecho fundamental a la protesta social pacífica, consagrado en el artículo 37 superior, establece 

lineamientos para la investigación y judicialización de los delitos que la afectan y que deslegitiman su 

ejercicio. Asimismo, reafirma su función misional de investigar y judicializar a quienes cometen conductas 

delictivas en detrimento de los derechos de todos y cada uno de los ciudadanos”. 113 

 

Presentó en la finalidad de la directiva, una serie de expresiones aberrantes que estigmatizan la protesta 

social, tales como: “exceso en el derecho a la protesta pacífica”, “delitos ocurridos en el marco de eventos 

de protesta social”, “investigación y judicialización de conductas ilícitas no relacionadas con la protesta 

social que pueden tener ocasión en el marco de marchas, paros, plantones y otros”. Estas expresiones 

muestran el señalamiento de la protesta social como un ejercicio peligroso para el Estado y en el cual hay 

que ponerse en guardia.  

 

“Con tal finalidad, la presente directiva: (A) recuerda la protección constitucional de la protesta social, y 

(B) expone algunos lineamientos generales para la investigación de delitos ocurridos en el marco de eventos 

de protesta social. Posteriormente, específica (C) lineamientos con respecto a actos de exceso en el derecho 

a la protesta pacífica que podrían configurar conductas punibles y (D) lineamientos sobre la investigación 

y judicialización de conductas ilícitas no relacionadas con la protesta social que pueden tener ocasión en el 

marco de marchas, paros, plantones y otros”. 114 

 

La directiva es reiterativa en la narrativa de los “Actos de presuntos excesos en el ejercicio del derecho a la 

protesta pacífica” Entonces, para el ente investigador, ¿el ejercicio del derecho a la protesta pacífica 

tampoco está desprovisto de “excesos”? Incluso, llegó esta directiva al punto de  instar a buscar la forma 
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de argumentar y encontrar razones por las cuales ciertas conductas “punibles” no están amparadas dentro 

del derecho a la protesta social: De esta manera, son penalmente relevantes, entre otros, aquellos actos de 

protesta que constituyan violencia y lesionen o pongan en peligro la integridad física de las personas o 

dañen gravemente los bienes públicos o privados necesarios para la supervivencia de un grupo poblacional 

o para el funcionamiento de las instituciones del Estado, especialmente, de la administración pública y la 

administración de justicia. Estas conductas punibles exigen un proceso argumentativo de adecuación típica 

y de análisis de la antijuridicidad del comportamiento, que expliquen las razones por las cuales no se 

entienden amparados dentro del derecho a la protesta social y pueden tener relevancia penal”. 115 

 

Señala la directiva que, en el ejercicio de la protesta pacífica se generan riesgos que propician la comisión 

de delitos, lo que no solo se puede considerar una estigmatización y criminalización de la protesta, sino una 

afrenta contra la protesta social, que amedranta y desmotiva el ejercicio del derecho.  

 

“Actos delictivos con relación meramente eventual a la situación de protesta social. Durante el desarrollo 

de la protesta pacífica, se generan varios factores de riesgo a causa de la aglomeración de personas que son 

aprovechados para la comisión de actos delictivos, los cuales no tienen ninguna relación funcional ni 

finalística con el desarrollo de la protesta y, por tanto, deben ser procesados penalmente. Ejemplos claros 

de estos hechos son abusos sexuales, homicidios, hurtos, porte y tráfico de estupefacientes, porte de armas 

o de elementos peligrosos, entre otros, que se desarrollarán en el aparte "D'" de la presente Directiva”. 116 

 

Es una constante en esta directiva el exponer mínimamente la protección del derecho, y contraatacar con el 

punitivismo.  

 

Establece esta resolución dos tipos de investigación: la “Investigación de contexto”,  con el fin de la 

observancia de dinámicas territoriales en la investigación de los posible delitos, pero no para la comprensión 

de las problemáticas sociales que llevan a la protesta, sino para asociarla a la posible intervención de 

organizaciones criminales: “La investigación de contexto también permite indagar por la posible 

vinculación de organizaciones criminales y otros grupos y actores delincuenciales que aprovechan el 

desarrollo de la protesta para cometer delitos que no se relacionan con ella o que desbordan claramente su 

objeto, así como para sembrar temor y zozobra en la población o en una parte de ella, con lo cual 

deslegitiman el ejercicio pacífico de este derecho fundamental”, y la “investigación estratégica de 

conductas” ,  con el objetivo de exhortar a “la caracterización del territorio en el que se cometió el hecho 

delictivo, así como el análisis detallado de situaciones, a partir de la asociación de casos y la identificación 

de patrones de criminalidad.”117 Tiene esto la intencionalidad clara de buscar asociar la protesta social con 

el crimen organizado, sin ningún pudor.   

 

La directiva hace énfasis en que “los delitos de obstrucción a vías, perturbación de transporte y asonada 

constituyen 'delitos contra la seguridad pública', específicamente establecidos en el Capítulo II 'de los 

delitos de peligro común o que pueden ocasionar grave perjuicio para la comunidad y otras infracciones". 

Sin exponer las consideraciones y el análisis amplio a los que debe someterse la aplicación de estos delitos 

en el marco de la protesta social, asumiendo una postura punitiva y sin advertir sobre la protección del 
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derecho y el no incurrir en la criminalización. Para profundizar más en la postura punitiva, la directiva 

resalta que hay aún más delitos que pueden darse en el marco del ejercicio de la protesta pacífica.118 

 

En el aparte D de la directiva que imparte  “LINEAMIENTOS SOBRE INVESTIGACIÓN Y 

JUDICIALIZACIÓN DE CONDUCTAS ILÍCITAS NO RELACIONADAS CON LA PROTESTA 

SOCIAL” Plantea la protesta social como un escenario donde se comenten una serie de delitos que se 

cometen como consecuencia de las alteraciones del orden público que ponen en riesgo la seguridad pública 

que deben ser priorizadas por la entidad y que van desde hurtos, homicidios y tentativas de homicidio,  

violencia sexual  y culmina con la más grave de los llamados a la criminalización de la protesta que es la 

aplicación del delito de terrorismo.119 

 

“Delito de terrorismo. La protesta social no puede ser utilizada como escenario para la comisión de hechos 

terroristas, los cuales no solo deslegitiman la protesta social pacífica, sino que además ponen en peligro la 

vida e integridad de los manifestantes y de los ciudadanos. La finalidad de la administración de justicia es 

garantizar el goce de los derechos fundamentales y, por lo tanto, debe velar por proteger la protesta pacífica, 

que es afectada por estos hechos. Por esta razón, la Fiscalía priorizará la investigación de este fenómeno 

delictivo”. 120 

 

La directiva expone 3 factores para acreditar la configuración del delito terrorismo, que muestran una 

distancia enorme con los conceptos del delito de terrorismo:  

 

i. El primer elemento es la realización de conductas que "pongan en peligro la vida, la integridad física o la 

libertad de las personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o 

conducción de fluidos o fuerzas motrices". Se debe prestar especial atención a los daños que recaigan en 

bienes dedicados a garantizar otros derechos fundamentales, como los bienes necesarios para el 

funcionamiento de la administración de justicia, las clínicas y hospitales. 

 

ii. El segundo elemento es que estas conductas deben realizarse por "medios capaces de causar estragos". 

Esto implica que los medios empleados para poner en peligro los bienes jurídicos o la infraestructura 

descrita deben tener la potencialidad de causar daños de magnitudes importantes. 

 

iii. El tercer elemento es que la conducta debe causar zozobra o terror en la población o parte de ella. Este 

último elemento hace que la Corte Suprema de Justicia haya sostenido que este es un tipo penal de resultado, 

ya que requiere "amedrentar o poner en estado de pánico e incertidumbre" a la comunidad. En relación con 

este requisito, la Fiscalía debe caracterizar los territorios en que se cometen los hechos y prestar especial 

atención a todas aquellas situaciones que, investigadas en su debido contexto'", evidencien que los 

integrantes de una población, ya sea que se trate de una ciudad, municipio, zona o barrio, están en medio 

de la comisión de diferentes actos de violencia o amenaza que les generan angustia, incertidumbre y miedo. 
121 

 

 
118 FGN. Directiva 0002 de 2021. Pág. 12 y 13 
119 FGN. Directiva 0002 de 2021. Pág. 14 y 15 
120 FGN. Directiva 0002 de 2021. Pág. 17 
121 FGN. Directiva 0002 de 2021. Pág. 17 



Contraria a la argumentación para inaplicar este delito a la protesta social expuesto por la anterior directiva 

emitida por el exfiscal Luis Eduardo Montealegre Lynett, pues como se puede observar, la directiva emitida 

por el exfiscal Francisco Barbosa, omite en su directiva los conceptos de terrorismo emitidos por la Corte 

Constitucional y la Corte suprema, que como se expuso en el punto anterior sí formaban parte de la directiva 

emitida por Montealegre.  

 

El punto 40 de la directiva frente a la orientación para la búsqueda de la carga argumentativa y probatoria 

para el delito de terrorismo, de forma aberrante, induce a los fiscales a: “solo a título orientativo, puede 

fortalecer los medios de prueba encaminados a demostrar la posible actuación de organizaciones criminales 

que instigan estos escenarios de violencia, en orden a contribuir en la acreditación de la finalidad terrorista 

de las conductas investigadas”. Es evidente el llamado de Barbosa a los fiscales para que buscaran vincular 

los hechos acaecidos con organizaciones criminales. Lo que se confirma con el punto 41 donde presenta la 

protesta social como escenario de accionar de organizaciones criminales: “Los escenarios de protestas 

sociales pueden ser utilizados por organizaciones criminales para perpetrar u ocultar la comisión de delitos”. 
122 

 

De los efectos de esta directiva, pudo conocer la Misión de observación internacional por garantías a la 

protesta social y contra la impunidad en Colombia, “conoció denuncias, en especial de familiares de 

manifestantes, que están siendo judicializados acusados de pertenecer a la Primera Línea, de vandalismo, 

obstrucción de vía y terrorismo; las personas señalan que la Fiscalía criminaliza a personas que hacen uso 

legítimo del derecho a la protesta pacífica a través de montajes judiciales y con cargos falsos o ambiguos. 

Los arrestos arbitrarios y otras formas de acoso judicial sirven como disuasión para aquellos que protestan”. 
123 

 

3.1.5 Directiva 0001 de 2024 

 

Esta directiva fue emitida por la actual Fiscal General de la Nación, Luz Adriana Camargo Garzón, siendo 

Presidente de la República Gustavo Francisco Petro Urrego.  

 

El título de la directiva marca la dirección y el enfoque:  "Por la cual se reconoce, garantiza y protege el 

derecho a la protesta social pacífica”.  

Esta directiva está compuesta por 4 partes, de las cuales es importante resaltar que vuelve la fiscalía con 

esta directiva, a establecer límites al poder punitivo del Estado: 

 

1. Principios y fundamentos de la protección a la protesta social pacífica. 

2. Límites al poder punitivo del Estado cuando ocurren hechos con características de un delito 

en el curso de la protesta social. 

3. Consideraciones sobre tipicidad estricta en actos delictivos ocurridos con ocasión a eventos 

de protesta social. 
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4. Directrices y principios rectores para la investigación y judicialización de actos delictivos 

que afectan el derecho a la protesta social. 

La política humanista y garantista del derecho a la protesta social está expresada en el objetivo que traza la 

Fiscal General: “En ejercicio del principio constitucional de unidad de gestión y jerarquía, la fiscal General 

de la Nación emite directrices para reforzar el reconocimiento, garantía y protección del derecho a la 

protesta social pacífica”. 

 

El primer capítulo de la directiva es amplio en el reconocimiento del derecho, y sobre todo, lo reconoce 

como expresión colectiva de otros derechos fundamentales.  

 

Mientras la directiva emitida por exfiscal Francisco Barbosa, exponía la protesta social como un escenario 

de riesgo de comisión de delitos y peligroso para el orden público, la nueva directiva hace énfasis en el 

principio de licitud de la protesta, señalado por la CIDH como una obligación de los Estados, así como el 

reconocimiento de que la protesta social no constituye una amenaza para el orden público, como lo infería 

la directiva emitida por Barbosa.  

 

Aunque la directiva es reivindicativa del derecho, frente a la directiva de Barbosa cabe anotar que reviste 

falencias, respecto de la directiva de Montealegre, en lo que se refiere a la profundización de lo que puede 

ser violento y constitutivo de delito, y lo que puede ser violento, pero no constitutivo de delito. Asimismo, 

la directiva no incluyó como principio el de violaciones sistemáticas, sino que lo reduce a una simple 

consideración dentro el marco de la investigación, en un país que ha recibido condenas por crímenes de 

Estado, como lo ocurrido con el exterminio de la Unión Patriótica,124 del que el Estado colombiano fue 

declarado responsable. “Directiva 21. Especial consideración a situaciones identificadas como violaciones 

sistemáticas de derechos fundamentales”. 125  

 

Reducir a una consideración y no darle el status de principio a las violaciones sistemáticas, es una forma de 

desconocer la verdad y el contexto histórico de violencia del Estado colombiano, que ha atentado contra 

sus ciudadanos en una violación flagrante y sistemática de los derechos fundamentales, rompiendo la razón 

de ser del Estado para convertirse en un verdugo, eso no se repara con una “consideración especial”, sino 

con un principio que debe estar presente en toda la actuación. “Directiva 21. Especial consideración a 

situaciones identificadas como violaciones sistemáticas de derechos fundamentales”. 126 

 

En el segundo capítulo con el objetivo de limitar el poder punitivo del Estado, la directiva es falente en la 

ampliación del alcance y de la determinación y las consideraciones que protegen la protesta social de lo 

constitutivo como delito y del punitivismo estatal, que en Colombia ha sido histórico.  Por otro lado, este 

capítulo solo hace referencia a las limitaciones del poder punitivo del Estado en cuanto al delito de concierto 

para delinquir, pero obvió hacer referencia al delito de terrorismo. Si bien es cierto, la directiva no hace 
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ninguna referencia al delito de terrorismo, deja en el limbo y sin una directiva contundente frente a la 

improcedencia de su utilización en el marco de la protesta social.  

 

En lo que se refiere al tercer capítulo “consideraciones sobre tipicidad estricta en actos delictivos ocurridos 

con ocasión a eventos de protesta social”, reviste importancia resaltar que en lo atinente al delito de asonada 

la directiva es insuficiente y limitada en su análisis en el marco de la protesta social,  frente a las 

consideraciones para que se configure el delito, teniendo en cuenta que su aplicación ha estado cubierta de 

ambigüedades, como lo han advertido Uprimny y Sánchez:  “La asonada configura uno de los delitos 

políticos prescritos por el Código Penal colombiano, el elemento esencial en este es el uso de la violencia 

en un contexto tumultuario, siendo el requisito sine qua non el delito no se puede configurar, pero, esto 

presenta un problema pues como lo desarrollan Uprimny y Sánchez aunque la Corte Constitucional haya 

interpretado que esto sólo es aplicable en casos de exigencia violenta, los doctrinantes y los pocos 

pronunciamientos de las autoridades judiciales al respecto se prestan para ambigüedades”.127 

 

Resulta ambiguo la forma como la directiva se refiere a la “coacción”, “En este sentido, debe evaluarse en 

cada caso si la modalidad y la intensidad de la violencia utilizada pone a las autoridades frente a tal situación 

de coacción, que la vigencia del orden jurídico queda puesta en entredicho” Página 13 ¿No es la coacción 

a las autoridades el objetivo fundamental de una protesta con el fin de que el Estado cumpla con la garantía 

de un derecho? ¿En qué casos la coacción va encaminada a poner el orden jurídico en peligro y en qué casos 

puede ir encaminada a que la autoridad cumpla con su deber? ¿No serían entonces esto dos tipos de 

coacción?  

 

En el cuarto capítulo, hay un cambio de gran importancia en la conceptualización de la investigación de 

contexto, apartándose de la intención de la directiva anterior,  de buscar asociar la protesta a la criminalidad, 

sino que este nuevo concepto busca proteger la protesta social de la incriminación a priori: “Esta perspectiva 

global permitirá discernir los casos que se encuentran amparados por el derecho a la protesta de aquellos 

que exceden su ejercicio, comprender el iter criminis en la comisión de los delitos, así corno posibles 

situaciones de exclusión de tipicidad o antijuridicidad. Por ejemplo, si los actos violentos ocurrieron para 

repeler un primigenio acto de agresión deberá evaluarse una eventual legítima defensa, o si la violencia fue 

cometida por un grupo reducido de personas luego de la dispersión de la mayoría manifestante, es posible 

que esta no guarde relación con la protesta ocurrida momentos antes, entre otras”.  128 

 

Es relevante que esta directiva haya incluido la investigación con los enfoques diferencial, de género, étnico 

y racial; la protección a las comunidades indígenas, a los niños y niñas y a la comunidad  LGTBIQ+. 

Asimismo, es una directiva que reconoce la preponderancia de la justicia ordinaria sobre la justicia penal 

militar en el marco de la protesta social, “Directriz 29. La competencia para la investigación y 

jndicialitación de los delitos cometidos en el marco de la protesta social es, por regla general, de la  justicia 

ordinaria sobre la justicia penal militar”, 129 y no menos importante resulta el reconocimiento a la 

competencia de la jurisdicción indígena, sus respectivas cosmovisiones y autonomía. “Directriz 30. 
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Competencia de la jurisdicción especial indígena. La Fiscalía General de la Nación reconoce la importancia 

y autonomía de la jurisdicción especial indígena”. 130 

 

La reciente directiva, pese a las falencias que se han resaltado en la presente investigación, así como sus 

virtudes frente a la anterior directiva, fue calificada por algunos sectores como refrescante ratificación del 

derecho, y también tuvo el aval de Naciones Unidas, contrario a esto, sectores de la ultraderecha afines al 

gobierno del expresidente Iván Duque instauraron acciones contra la directiva esgrimiendo que esta “afecta 

la capacidad del Estado para controlar los disturbios, que la Fiscal está legislando por encima del Congreso 

y que la Directiva representa una licencia para delinquir”,131 lo que ratifica la falta de independencia judicial, 

pues de esa forma se prueba que el objetivo era criminalizar la protesta y establecer acciones de represión 

de la protesta a través de la directiva del ente acusador.  

 

La ONU reconoció las 31 directrices emitidas por la fiscalía, y por ende celebró la derogatoria de la anterior 

directiva, frente a la cual se habían pronunciado los relatores de la ONU, pues afirmó que el documento se 

ajusta a los estándares internacionales de Derechos Humanos y a las recomendaciones presentadas por esa 

Oficina al Estado Colombiano.132 

 

La Fiscalía General es un peligro para la garantía del ejercicio libre de la protesta social en Colombia, que 

genera temor a la criminalización y al inflamiento de delitos.  

 

No hay una ética de la pena ni un ejercicio dialéctico desde el ente acusador, que actúa además con la 

libertad de que no existe un marco de ley protector que determine los lineamientos de la investigación, y de 

cuándo y cómo es ética, moral y pertinente la imputación.   

 

No puede en un Estado de derecho, estar la manifestación supeditada a directivas emitidas por el ente 

acusador en cabeza de un Fiscal General que proviene de una terna escogida por el Presidente de la 

República.  

 

No puede generarse una ética de la pena y de la investigación sin la veeduría del ciudadano en los procesos 

de elección de fiscal y sin la participación en un proyecto de ley que defina los lineamientos de 

investigación, que garanticen su aplicación sin la intervención del ejecutivo o al vaivén de los cambios de 

gobierno.    
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Capitulo IV La actuación de la Fiscalía en casos concretos 

 

4.1 Primer caso:  JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO 

ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ CUI: 1100160-00000-2021-01510 

Esta es una sentencia condenatoria de primera instancia contra los jóvenes de la Primera Línea, MIRP, 

JSSR, FUM y SAPG, que los declaró culpables de los delitos de concierto para delinquir y tortura.  

 

Dos cosas fundamentales en este caso resultan, el que la víctima sea un efectivo de la Policía Nacional, y 

otra, el que la Fiscalía determine a estos cuatro jóvenes de la Primera Línea como una organización criminal, 

estigmatización con la cual se encabeza la sentencia: “Del despliegue de diversas actividades investigativas, 

se determinó la existencia de una organización criminal conformada desde el 28 de abril hasta julio de 2021, 

en el marco de las protestas sociales desarrolladas en el territorio nacional” liderada por los jóvenes.133   

 

 

4.1.2 Los hechos 

 

“Se tiene que el 4 de junio de 2021, alrededor de las 10:30 horas en la Avenida Ciudad de Cali con calle 13 

de Bogotá, en inmediaciones del Parque Mundo, estas personas de forma conjunta abordaron de forma 

violenta a dos ciudadanos, uno de ellos, J, bajo la sospecha que se trataba de un integrante de la Policía 

Nacional, a quien condujeron hasta al interior del campamento ubicado en el parque, le hurtaron sus 

pertenencias, le quitaron su pantalón, le amarraron los pies y manos con unas cuerdas, lo ataron a un poste 

y durante dos horas le infligieron dolores físicos y psicológicos, con palos y maderas, punciones con arma 

blanca, lo cubrieron de pintura, lo rociaron con gasolina, amenazándolo con quemarlo vivo, para obtener 

información acerca de la institución policial; gracias a la intermediación de otro grupo este ciudadano fue 

liberado”. 134 

 

 

4.1.3 La Fiscalía 

 

“Adujo que probó más allá de toda duda razonable la materialidad de las conductas acusadas y la 

responsabilidad de los procesados en los mismos, dado que por un lado, se acreditó que estos ciudadanos 

torturaron a J para que confesara su pertenencia a la Institución de la Policía Nacional y por otro lado, que 

se concertaron con 80 o 100 personas para cometer delitos indeterminados, a raíz de la protesta social que 

inició contra la reforma tributaria presentada por el Gobierno Nacional durante la época”. 135 
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Desconoció la Fiscalía el evaluar, cuál era el papel de un policía infiltrado de civil en el marco de la protesta 

social y la desconfianza que la policía ha generado por las violaciones sistemáticas a los derechos humanos 

de la población civil, muestra de ello es que el Concejo de Bogotá reveló en el 2020 que solo 3 de cada 10 

ciudadanos en Bogotá, confían en la policía, teniendo en cuenta que los hechos de este caso se desarrollaron 

en la capital del país.  

 

“Afirmó que, los funcionarios de Policía que desfilaron por el juicio oral, dieron cuenta del origen de la 

banda delincuencial investigada, su estructura, miembros, dígase alias Mayora, alias Calarcá, alias 19-cuya 

identidad se logró con el policial DANI LÓPEZ- y alias Soldado, los roles de cada uno, su zona de 

operaciones, su modus operandi, las acciones delictivas a las que se dedicaban, y las labores que 

desplegaron para corroborar tales aspectos”. 136 

 

La Fiscalía obvia todos las denuncias sobre la brutalidad policial que sufría la población manifestante en el 

estallido social, para evaluar la conducta de los jóvenes, sin tener en cuenta que la represión causó el 

pronunciamiento de Human Rights Watch, Hincluso recomendando una reforma policial que garantice los 

derechos humanos: “Miembros de la Policía Nacional de Colombia han cometido abusos gravísimos en 

contra de manifestantes en su mayoría pacíficos durante las protestas que empezaron en abril de 2021, 

señaló hoy Human Rights Watch. El gobierno de Colombia debería tomar medidas urgentes para proteger 

los derechos humanos e iniciar una reforma policial profunda para garantizar que los agentes respeten el 

derecho de reunión pacífica y los responsables de abusos sean llevados ante la justicia”. 137 

 

El lenguaje de la fiscalía refleja todo el contexto de estigmatización de la protesta que vivieron los jóvenes 

en el estallido social, así como se puede observar que la investigación está desprovista del reconocimiento 

del principio de violaciones sistemáticas, pues la protesta social ha sufrido en Colombia violaciones 

sistemáticas por parte de la Policía Nacional y el ESMAD, hecho que no fue tenido en cuenta en el análisis 

de este caso, y por el contrario, se muestra un claro favorecimiento a las declaraciones dadas por los 

efectivos de la Policía, como se puede observar en las siguientes afirmaciones la fiscalía en este caso:  

 

“Argumentó que las declaraciones de los testigos de cargo, merecen toda credibilidad, por cuanto tuvieron 

relación directa con los hechos, y no fueron derruidas por las pruebas de descargo”. ¿Esto refiere que el 

hecho de que sean policías los testigos “merecen toda la credibilidad? Resulta esta una apreciación no solo 

peligrosa para el Estado de derecho, sino a todas luces desprovista de imparcialidad y de ausencia de 

contundencia de la prueba, para basarse en acusar con base a merecimientos de credibilidad.  

 

Afirma la fiscalía frente a la acusada: “En segundo lugar dos de los testigos de la defensa de MIRP, adujeron 

que conformaban el punto médico de la Primera Línea, sin embargo, no pudieran dar fe de que la procesada 

no cometió los actos delictivos de los que se le acusa”. El balance de esta afirmación está inclinado a que 

la acusada es culpable porque los testigos no dieron fe de que no cometió los delitos, y en cambio la 

afirmación desvirtúa que los testigos no dieron fe de que los cometió. Hecho que convierte la afirmación 

en una inclinación contra la acusada.  
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Sin adentrarnos en la decisión del juez, por no ser objeto de estudio de esta investigación, es evidente, que 

contrario a lo que afirmó la fiscalía, sí existen muchas dudas razonables.  

 

Por otro lado, la tipificación de los delitos formulados no obedece a un análisis dentro del contexto de la 

protesta social, desconociendo que los jóvenes eran manifestantes y determinándolos como integrantes de 

una banda delincuencial.  

 

El enfoque de la investigación de la fiscalía, obedece a la directiva Directiva 0002 de 2021, que instaba a 

los fiscales en los análisis de contexto a buscar la relación de la protesta social con las organizaciones 

criminales.   

 

 

4.1.4 La defensa 

 

La defensa expuso la acción claramente estigmatizante de la fiscalía frente a la Primera Línea,  “Cuestionó 

que pese a que el ente acusador tiene todo un aparato de investigación para demostrar la responsabilidad 

penal, consideró suficientes los elementos que presentó para requerir la detención preventiva en centro de 

reclusión para ahora sustentar la solicitud de condena por parte de su delegada; esto, partiendo de la idea 

equivocada en punto a que la Primera Línea es una organización criminal” Página 10 

 

Cuestionó la defensa la denominación de la fiscalía contra la Primera Línea , sin tener en cuenta que esta 

organización se dio como una forma de  enfrentar entre otras cosas la brutalidad policial “En estimación, 

también, equivocada de la Fiscalía, la Primera Línea es la primera organización que se crea en el marco de 

la protesta social de manera espontáneo, sin roles específicos, con cuyo única finalidad es protegerse, sin 

un pretender un beneficio para sus miembros y, como aspecto relevante, que no está registrada por las 

autoridades competentes como tal y que se funda estrictamente en pruebas de referencia, habida cuenta que 

las actividades realizadas por los investigadores que rindieron testimonio -quienes no estuvieron el 4 de 

junio de 2021 en el lugar de los hechos-,contienen irregularidades” 138 

 

La Primera Línea representa una oposición al sistema político y un reclamo por las condiciones de exclusión 

y de miseria a las cuales se encuentra sometido el pueblo colombiano, lo que los convierte en un actor 

político, y su criminalización a través de la Fiscalía quiere borrar ese estatus político para convertirlos en 

vándalos, desconociendo también la distancia deliberativa de este grupo poblacional.  

 

En este caso la fiscalía presentó un testigo que afirmó pertenecer a la Primera Línea y luego haberse retirado, 

aduciendo que, “ésta tenía ideales distintos a los de la protesta pacífica”, frente a este testigo la defensa 

afirmó lo siguiente: “Aseguró que la declaración y el testimonio de DSRM, se trata de un montaje judicial 

en la medida en que al tiempo que este manifestó haber suscrito el primer documento en una panadería, 

aseguró que ello tuvo lugar en instalaciones de la Policía Judicial y, de manera irregular, se suscribió por 

un funcionario de la Procuraduría General de la Nación, quien presuntamente lo presenció por medios 

 
138 JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ. 2021 CUI: 1100160-00000-

2021-01510. Pág. 8 



virtuales”. Varias organizaciones sociales y judiciales han señalado que los montajes judiciales han sido 

una forma sistemática del uso del poder punitivo del Estado para perseguir a quienes se opongan a las 

políticas de turno y que esta práctica se incrementó como respuesta al estallido social del 2021.  

 

“Aunque este tipo de persecución judicial se incrementó durante el levantamiento popular de 2021, son 

cientos las personas que desde hace años han sido encarceladas durante años, para luego ser dejadas en 

libertad tras demostrarse su inocencia”.139 

 

4.2 Segundo caso:  JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO 

ESPECIALIZADO DE CUNDINAMARCA CUI: No. 25 290 61 01420-

2021-80022 

 

Esta es una sentencia absolutoria de primera instancia, a favor de los jóvenes la Primera Línea,  

JDMC, AFRO, JEHZ y  BSPM, que los declaró inocentes.  

 

4.2.1 Los hechos 

 

“Siendo las 12:10 del mediodía, el Patrullero de la Policía Nacional, RIVAS, vestido de civil se movilizaba 

en una motocicleta marca Suzuki GS 150, color naranja de Placas RRY 29D, en el sector del Tropezón del 

municipio de Soacha – Cundinamarca, para verificar si había bloqueos en la vía y manifestantes sobre la 

Autopista Sur frente a la Calle 23 con Carrera 3 B de la misma municipalidad. Pudo observar que había 

manifestantes en la calzada del transporte de Transmilenio, que aún no estaba siendo utilizada y los carriles 

correspondientes a la Autopista Sur no se estaban bloqueando, esto lo hacía a una distancia aproximada de 

200 metros del sitio donde se encontraban reunidos los manifestantes, capturando con su celular fotografías 

de la manifestación, momentos en el cual fue requerido por tres sujetos que se encontraban dentro de los 

manifestantes, de aquellos autodenominados “De la 22 de la Primera Línea Resistencia Sur Soacha”, 

pidiéndole les informara quién era y quién lo había enviado para tomar las fotografías, le quitaron las llaves 

de la motocicleta, lo hicieron descender del velocípedo y quitar el casco que llevaba puesto y lo llevaron, 

junto con la motocicleta, al sitio donde los manifestantes estaban realizando actividades culturales y 

deportivas, lo sentaron en el suelo, le requisaron la maleta que llevaba consigo, encontrándole munición 

para pistola, proveedor, dos armas corto punzantes, una ensangrentada, un celular, momento en el cual se 

identifica como patrullero de la policía”. 140 

 

Un hecho significativo en este caso, es el que los propios acusados, solicitaron la presencia de autoridades, 

organizaciones de defensores y comunidades indígenas: “Al lugar de los hechos llegaron funcionarios de 

la Defensoría del Pueblo, de Derechos Humanos y de la Pastoral Social, la presencia fue solicitada por los 

manifestantes, posteriormente siendo las 4:30 aproximadamente, llegó el líder de la Minga Indígena, 

mediador a través del cual hacen entrega del señor patrullero, al igual que la motocicleta y la munición, las 

armas corto punzantes que llevaba el policía en la maleta, y otros elementos a oficial de la policía que llegó 
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para recibirlo con presencia de los medios de comunicación, líderes y representantes de la Defensoría 

Pública y de derechos humanos, se afirma en la acusación que a la motocicleta en la que se desplazaba el 

patrullero, le fue arrojada tierra y sal dentro del tanque, causando daños en sus sistemas eléctricos y otras 

partes”. 141 

 

4.2.2 La Fiscalía 

 

La Fiscalía presentó en el juicio oral el testimonio de la víctima reconocida como el, patrullero RIVAS, 

frente al cual el despacho pronunció lo siguiente, demostrando la contradicción de la Fiscalía en lo que 

refiere a la justificación de la presencia del patrullero en el lugar de los hechos: “Nótese que el Policial en 

su testimonio descarta la motivación de su presencia en el lugar del suceso, traída por la Fiscalía en la 

acusación, en el sentido de que él se dirigía a almorzar a su casa, si en cuenta se tiene que expuso que la 

finalidad era la de tomar fotografías de las marchas. Adujo el policial que aproximadamente a las 12:15 

P.M., cuando guardaba su celular observó a 3 personas que preguntaron la razón por qué tomaba las fotos, 

a lo que contestó que estaba tan solo llamando a su esposa. Agrega que, lo agredieron verbalmente, que le 

revisaron su bolso donde tenía unos proveedores y munición de los cuales fue despojado”. 142  

 

Contrarios resultaron los testimonios presentados por la Fiscalía, de la víctima Patrullero Rivas Navas, y el 

resultado de la gestión investigativa presentada por el patrullero Juan Camilo Rodríguez Gaucha, respecto 

a los cuales se pronunció el despacho: 

 

“Firma el precitado investigador que así pudo identificar a cuatro personas que interceptaron y retuvieron 

al patrullero RIVAS, siendo entre ellos JDMC, AFRO, JEHZ y  BSPM. 

 

Recuérdese que el policial RIVAS, reconocido como víctima en este delito, manifestó que los que lo 

abordaron a él y lo bajaron de la moto y lo llevaron a la manifestación, fueron tres y no cuatro”. 143 

 

Asimismo, encontró el despacho la siguiente contradicción, entre los testimonios de la patrullera víctima y 

el patrullero investigador: “Este testigo investigador, policial quien tuvo a su cargo la trazabilidad de todo 

el suceso desde que retuvieron al policial, finalmente admite que nunca se observó maltrato físico, contrario 

a lo dicho por RIVAS”. 144 

 

De los testimonios de los testigos presentados por la Fiscalía, concluyó el despacho: “Estos señalamientos 

y medios de identificación utilizados por el investigador testigos, no constituyen soportes de prueba serios 

y eficaces para acreditar la identidad de partícipes en la retención de quien resultó ser patrullero de la Policía 

que tomaba fotografías al grupo de manifestantes que para el momento realizaban actividades culturales, si 
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en cuenta se tiene que los videos no permiten determinar ni siguiera características completas, ni en ellos 

se visualizan los rostros, y quienes aportan nombres de ellos, en sus declaraciones ofrecidas en el juicio 

oral afirman no conocerlos con anterioridad ni tampoco han tenido trato con ellos”. 145 

 

Es relevante cómo el actuar de la fiscalía se presenta como sistemático en la forma de victimizar a efectivos 

policiales y criminalizar a manifestantes, con un modus operandi en el que policías aparecen en las 

manifestaciones vestidos de civil y se evade en los procesos el que sustenten qué tipo de labor cumplían en 

esos escenarios, vestidos de civil, labores que se pueden considerar de persecución y perfilamiento de 

manifestantes, lo que se podría valorar como provocación. Así mismo, la Fiscalía suele presentar como 

testigos a efectivos policiales.  

 

La Fiscalía apeló la decisión de primera instancia en este caso.  

 

 

4.2.3 La defensa 

 

En este caso es de vital importancia,  resaltar el que los acusados le entregaron el patrullero a 

autoridades indígenas: “Se observa en otros apartes de los videos reproducidos, a un líder indígena con 

Guardia Indígena, en el lugar de los hechos se observa la motocicleta en aparente buen estado, con el sillín 

y se visualiza el momento en que se realiza la entrega del policial al jefe de la Minga Indígena, y éste a su 

vez a un Oficial de la Policía, junto con los otros elementos, munición y motocicleta. Récord 2:05:28, Video 

2 del 10 de mayo de 2022”. 146 

 

Presentó la defensa el testimonio de GYS, delegado del Consejo Regional Indígena del Cauca- CRIC-, 

quien expuso en su testimonio lo siguiente: “Afirma que llegó al lugar de los hechos aproximadamente a 

las 3:00 de la tarde, su intervención fue la de mediador en la entrega del patrullero RIVAS al comandante 

de la Policía que se encontraba en el mismo sitio, situación que ocurrió a las 4:30 aproximadamente. Señaló, 

que la víctima les informó que no había sido maltratado. Nunca lo intentaron ocultar, no hicieron exigencia 

alguna para su entrega y no observó que tuvieran armas los manifestantes”. Para el despacho este testimonio 

resultó de gran importancia y realizó las siguientes consideraciones: “Este testimonio resulta fundamental 

porque la presencia del jefe de la Minga Indígena fue solicitada por los manifestantes desde el inicio de la 

retención del policial, para que a través de dicha autoridad indígena se hiciera la entrega del Policial a 

miembros de la misma Institución, tal y como de ello da cuenta el representante de la Defensoría Pública”. 
147 

 

Con el anterior testimonio, no se puede entender la acción del ente acusador, sino como un organismo al 

servicio de la criminalización y represión de la protesta social.  Cómo tipificaron un secuestro simple 
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agravado si se demostró que los jóvenes nunca escondieron al patrullero como lo tipifica el artículo 148 del 

código penal, aunado al desconocimiento del contexto de protesta social en el que ocurrieron los hechos.  

 

Una vez más, la Fiscalía desconoció los principios de distancia deliberativa y de violaciones sistemáticas. 

 

El señor VMG, testigo presentado por la defensa y quien manifestó que su principal función como defensor 

de derechos humanos, fue vigilar eventuales excesos de la fuerza pública en el marco de la protesta social, 

afirmó sobre la preocupación de los manifestantes: “Señala que los manifestantes estaban preocupados 

porque ya se había presentado casos de desapariciones forzadas respecto de manifestantes, precedían esas 

muertes a perfilamientos que se realizaban a través de toma de fotografías a quienes participaban en la 

manifestación, por ello, se podían sentir vulnerables frente a la presencia de una persona que les estaba 

tomando fotografías, a quienes solamente estaban realizando una actividad cultural y deportiva”. 148 

 

Si de análisis de contexto se tratara, no tuvo en cuenta la Fiscalía, el antecedente de violaciones sistemáticas 

de los derechos humanos en Soacha, donde muchos jóvenes fueron víctimas de ejecuciones extrajudiciales 

y desaparición forzada, como ha registrado este drama la organización DEJUSTICIA, “Después de más de 

una década de búsqueda, las mujeres que conforman la organización Madres de Falsos Positivos de Soacha 

y Bogotá-MAFAPO-  lograron lo que durante años parecía imposible: demostrarle al país la inocencia de 

sus hijos, víctimas de ejecuciones extrajudiciales a manos del Ejército. Durante todos estos años, 

enfrentaron no solo el dolor de la pérdida, sino también la indiferencia y el silencio. Hoy, con agendas 

llenas de compromisos, cuerpos marcados por los años de búsqueda y la misma determinación para exigir 

justicia, estas madres continúan luchando”.149  

 

Según cifras de la propia Fiscalía, para el año 2022 todavía se registraban 27 personas desaparecidas en el 

marco del estallido social, una cifra distante de la que han denunciado organizaciones sociales, 

correspondiente a 379 personas desaparecidas, como se registró en el diario EL ESPECTADOR. 150 

 

La investigación de la Fiscalía no se desarrolló en el reconocimiento del miedo que indiscutiblemente deben 

sentir los jóvenes de Soacha y que se pudo manifestar en su actuar, como una forma de protección dado el 

antecedente de los falsos positivos y en contra de la brutalidad policial y su accionar en cubierta.  

 

La brutalidad policial contra los jóvenes, como la sufrida por el joven GS, integrante del colectivo juvenil 

Escudos Azules, quien perdió el 90% de la visión de su ojo izquierdo, causado por un disparo perpetrado 

por el ESMAD, sufrió la estigmatización y la criminalización: “Días después de esta agresión, la Policía y 

algunos medios de comunicación lo estigmatizaron e intentaron despertar sospechas sobre su 

comportamiento, vinculándolo con actos sospechosos y violentos debido a que algunos videos registraron 

que se cambió de ropa después de recibir el impacto”. 151 
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Esta brutalidad del accionar del Estado para reprimir la protesta social es un factor que influye en la 

respuesta de los jóvenes en el marco del estallido social, y resulta revictimizante el no reconocerlo en el 

desarrollo de la investigación, hecho que reivindicó el despacho al  determinar sobre la actuación de la 

Fiscalía la evidente desproporción: “el tipo penal de secuestro simple, no tiene el alcance para configurar 

el delito antes citado, atribuido por la Fiscalía General de la Nación, si en cuenta se tiene, que está ausente 

de prueba ese elemento subjetivo normativo del tipo y el dolo, en el entendido de que aquí la única finalidad 

que tenían los que así procedieron, al requerir al policial y retenerlo para posteriormente solicitar la 

presencia de la minga indígena, a través de la cual se pretendía hacer entrega a sus Jefes a la misma 

institución a la que pertenecía, no era otro que el saber por qué les estaba tomando fotos, qué iban a hacer 

con esas fotos, si los iban a poner en peligro”. 152 En otras palabras, reconoció el despacho el miedo de los 

jóvenes y su intención de defenderse, desprovista del dolo, que debe caracterizar la acción para tipificar el 

delito.  

 

En mi calidad de abogado defensor de dos de los jóvenes procesados en este caso, manifesté al despacho 

sobre la duda existente frente a la responsabilidad de los acusados, así como sobre la atipicidad que emerge 

con la “inflada” calificación jurídica que realizó la Fiscalía de los comportamientos delictivos, toda vez que 

no se estructuraban aquellos por los cuales fueron acusados mis prohijados. Página 64. Asimismo, se 

pronunció mi compañero de equipo de defensa jurídica, el abogado JULIO CESAR VALBUENA 

CABREJO, representante de los otros dos jóvenes, quien reiteró lo siguiente: “También manifestó que no 

se configuró el ingrediente subjetivo que requiere el tipo penal de secuestro para su estructuración y que la 

Fiscalía pretende endilgarles responsabilidad objetiva a los procesados, sin tener en cuenta que se encuentra 

proscrita en nuestro ordenamiento jurídico”.  153 

 

4.3 Tercer caso: Tribunal Superior de Bogotá CUI 11001609909120190012001  

 

Esta es una sentencia de la Corte Suprema de Justicia que resolvió el recurso de impugnación especial, en 

contra de DBR, modelo, influencer y empresaria, conocida como Epa Colombia, y la condenó por los delitos 

de daño en bien ajeno agravado, perturbación en servicio de transporte público, colectivo u oficial e 

instigación a delinquir con fines terroristas. 

 

4.3.1 Los hechos 

 

El 22 de noviembre de 2019 “aproximadamente a las tres de la tarde, DBR, conocida en redes sociales 

como “Chamita Cheer” o “Epa Colombia”, por ser “youtuber” o “influencer” , cubriendo inicialmente su 

rostro con una capucha y después sin esta prenda, ingresó a la estación Molinos de Transmilenio (Empresa 

de Transporte del Tercer Milenio S.A.), ubicada en la Avenida Calle 51 Sur, entre las carreras 9 y 7 de esta 

capital, e hizo lo siguiente: 
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i. Con un martillo que llevaba consigo, destruyó las puertas de vidrio, el dispositivo de lectura de tarjetas, 

los equipos de recarga automática y la registradora de acceso a la estación. 

 

ii. El mismo día, publicó en sus redes sociales un video que mostraba su actuar destructivo, antes descrito; 

y en dicho documento fílmico ella, de viva voz, expresó: 

 

“Sé que me van a criticar porque siempre miran lo malo mío, nunca miran lo bueno. Pero bueno, mientras 

algunos están saqueando los negocios, que pueden ser de su mamá, de su papá o de algún familiar, yo estaba 

destruyendo lo que era del Estado. Sé que tampoco está bien hecho, pero esa es una de las formas en las 

que el pueblo se puede manifestar, sin pasar desapercibido. Este video tal vez lo van a volver viral, (...) 

amiga, yo qué sé; tal vez alguna de sus familias que trabajan en el Estado tienen que recoger esto, pero 

saben qué, el Estado tiene que invertir millones, millones de los que nos roban a nosotros para recuperar 

todo lo que estamos dañando” (sic). 

 

iii. Posteriormente, en sus redes sociales, difundió otro registro fílmico que mostraba su participación, junto 

con varias personas, en actos de vandalización contra la Unidad de Reacción Inmediata (URI) de Tunjuelito; 

y en el que, además, se ve a ella escribiendo un grafiti que decía: “DUQUE HP”. Página 2, 3 y 4. 

 

En lo relacionado con los hechos es relevante señalar que la procesada no formaba parte de ninguna 

organización de jóvenes.   

 

En su comunicado en las redes, manifestó que los destrozos que ocasionó en el marco del estallido social, 

los usó como una forma de manifestarse y no pasar desapercibida. Es claro, que nadie que tenga intenciones 

de delinquir con fines terroristas saldría en un video a expresar entre la ingenuidad y la ignorancia los 

destrozos como forma de protesta, lo que indica una ausencia de dolo. 

 

La procesada se allanó a todos los cargos por solicitud de su defensa. 154 

 

4.3.2 La Fiscalía  

 

Relevante resulta que las víctimas en este caso son Transmilenio S.A., y a Recaudo Bogotá SAS., lo que 

indica que la procesada no pretendía causar daño a persona alguna, lo que confirma que su pretensión era 

la protesta contra el gobierno de turno. 

 

El juez de primera instancia absolvió a la procesada del cargo de instigación a delinquir con fines terroristas, 

por considerar que ella solo tenía como objetivo incrementar su número de seguidores y réditos para sus 

videos y le concedió la suspensión de la ejecución de la pena por los otros delitos por los que fue condenada, 

daño en bien ajeno agravado y perturbación en servicio de transporte público, colectivo u oficial.  Con esta 

decisión el juez propende por la protección del derecho a la protesta y puso límites al poder punitivo del 

Estado aplicando el principio pro homine.  
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El juez de primera instancia, afirmó que la Fiscalía erró, al atribuir el delito de instigación a delinquir con 

fines terroristas, por cuanto la procesada, no tenía otra intención que la económica al hacer virales sus 

videos, y no la de instar a la comunidad a generar su mismo accionar. Asimismo, afirmó el juez, que la 

conducta de la procesada no generó zozobra o temor, condición sine qua non para la tipificación del delito. 
155 

 

En respuesta a esa primera instancia garantista del derecho a la protesta social, la Fiscalía respondió con la 

mano criminalizadora, apelando la decisión, específicamente en lo que respecta a la absolución por el delito 

de instigación a delinquir con fines terroristas. 

 

La Fiscalía logró activar el poder punitivo y represor del Estado, derivando en la decisión de segunda 

instancia en la que la Sala mayoritaria de Decisión Penal del Tribunal Superior de Bogotá, revocó 

parcialmente el fallo absolutorio, y la condena (por primera vez), por el delito de instigación a delinquir 

con fines terroristas, aunado a los delitos por los que había sido condenada en primera instancia.  

 

En adición a esa decisión criminalizadora de la protesta social, el Tribunal Superior de Bogotá, le negó la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, disponiendo así su captura. Esta 

acción lograda por el ente acusador, al ser la procesada una persona que goza de una popularidad, tiene 

como objetivo hacer viral el castigo que se puede recibir por protestar y reproducir como virus el miedo 

social, mostrando el poder punitivo del Estado mostrando su capacidad para el linchamiento social y jurídco 

del manifestante hasta llevarlo a la cárcel.  

 

Haciendo referencia Foucault en su libro “Vigilar y castigar”, al fin de los suplicios: “Entre tantas 

modificaciones, señalaré -una: la desaparición de los suplicios. Existe hoy cierta inclinación a desdeñarla; 

quizá, en su época, dio lugar a demasiadas declamaciones; quizá se atribuyó demasiado fácilmente y con 

demasiado énfasis a una "humanización" que autorizaba a no analizarla. Y de todos modos, ¿cuál es su 

importancia, si se la compara con las grandes trasformaciones institucionales, con los códigos explícitos y 

generales, con las reglas unificadas de procedimiento; la adopción casi general del jurado, la definición del 

carácter esencialmente correctivo de la pena, o también esa gran tendencia, que no cesa de acentuarse desde 

el siglo XIX, a modular los castigos de acuerdo con los individuos culpables?”, denota un ansia por producir 

sufrimiento y violencia moral, la acción de la Fiscalía y del resto del sistema judicial, cerrando con la sevicia 

de la Corte Suprema de Justicia al confirmar la condena, es lo que describió Foucault como,  “Unos castigos 

menos inmediatamente físicos, cierta discreción en el arte de hacer sufrir, un juego de dolores más sutiles, 

más silenciosos, y despojados de su fasto visible, ¿merece todo esto que se le conceda una consideración 

particular, cuando no es, sin eluda, otra cosa que el efecto de reordenaciones más profundas?”  156 

 

 

4.3.3 La defensa  

 

La defensa interpuso impugnación especial, en cuanto a la primera condena por el delito de instigación a 

delinquir con fines terroristas, y su nuevo abogado solicitó a la segunda instancia la nulidad, por la omisión 
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(del juez de garantías y el anterior abogado) de información precisa a la procesada relativa a las medidas 

alternativas a la pena privativa de la libertad, asimismo, el defensor también manifestó que se presentaron 

vicios del consentimiento en la manifestación de sometimiento de la procesada.  

 

El defensor expuso en la impugnación especial ante la Corte Suprema de Justicia que, “los hechos 

presentados por la Fiscalía no constituyen instigación a delinquir, porque con los elementos allegados sólo 

era viable endilgar el reato de daño en bien ajeno agravado como la acusada lo reconoció en el video, que 

difundió con fines económicos, solo pretendía conseguir “likes” en sus redes sociales y monetizarlos; como 

concluyó el juzgado de primer grado”, en consecuencia, solicitó que se revocara la sentencia de segunda 

instancia.  

 

En contravía de la decisión mayoritaria de la Corte Suprema de Justicia y de la Fiscalía, por la tipificación 

del delito de instigación con fines terroristas, presentó la Magistrada ÁVILA, su salvamento de voto parcial, 

manifestando que la calificación de la conducta y la condena constituyen un error manifiesto, sustentando 

las razones para apartarse de la decisión proferida: “La aludida tipificación infringe los principios de estricta 

tipicidad y debido proceso. En ese sentido, como lo prevé la precedente vigente (Ver SP14191- 2016, rad, 

45,594; SP1289-2021, rad. 54691 y SP2442-2021, rad. 53.183), la sala debió intervenir para restablecer la 

legalidad menoscabada con la sentencia de segunda instancia. El fallo del que me aparto particularmente 

distorsiona la estructura dogmática del delito de terrorismo y convierte típicas acciones de vandalismo, en 

actos terroristas.  Con ello, desfigura los alcances del crimen contra la seguridad pública que tiene unas 

específicas connotaciones, y, por esa vía, adopta una decisión antitécnica y desproporcionada”.157   

 

Del mismo modo, la Magistrada se pronunció en su salvamento de voto parcial, sobre la ilegalidad del 

proceder de la Fiscalía en la tipificación del delito de instigación a delinquir con fines terroristas, en los 

siguientes términos: “La fiscalía realizó una evidente calificación jurídica ilegal, pues la conducta que la 

acusada instigó a ejecutar no fue terrorismo sino daño en bien ajeno.  Por lo tanto, conforme al citado 

precedente jurisprudencial, la corte estaba en la obligación de intervenir para absolver a la acusada por la 

modalidad de la instigación ligada a fines terroristas y confirmarla por la incitación al daño en bien ajeno. 

Debido a que la medida a adoptar no perjudicaría a la procesada, la solución podía ser dictada directamente 

en el fallo (ver, por ejemplo, esta solución en la sentencia de 8 de julio de 2009, rad. 31280)”. 158 

 

 

Advierte entonces la Magistrada con su salvamento de voto parcial, no solo una desfiguración de la 

tipificación del delito de instigación al terrorismo, sino que representa la sentencia, un precedente que 

desvirtúa el Estado de derecho, abriendo la puerta al sistema judicial para reprimir y criminalizar de forma 

desproporcionada los actos que se salgan del ámbito de la protesta social pacífica.  

 

El presidente de la República, Gustavo Petro Urrego, también se pronunció respecto a este caso, 

cuestionando la proporcionalidad de la justicia al comparar las condenas a la protesta social, con las 

condenas por la corrupción administrativa, “¿Por qué un sistema de justicia condena más el gesto de 

protesta que el robo del erario, el robo a los pobres, que robarse el presupuesto?”, cuestionó el 
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presidente. Y añadió: “Tenemos un sistema de justicia que es injusto, que no se traza hacia la verdad, sino 

hacia el castigo”. 159 

 

 

Es la infamia de la injusticia, y el castigo-espectáculo que definía Foucault, “Las notaciones de la infamia 

se redistribuyen: en el castigo-espectáculo, un horror confuso brotaba del cadalso, horror que envolvía a la 

vez al verdugo y al condenado, y que, si bien estaba siempre dispuesto a convertir en compasión o en 

admiración la vergüenza infligida al supliciado, convertía regularmente en infamia la violencia legal del 

verdugo”. 160 El que Epa Colombia sea un personaje famoso y a la vez proveniente de la clase popular, 

resultaba un castigo-espectáculo muy efectivo para mostrar el poder punitivo y aplastante del Estado como 

verdugo, una advertencia que pretende infringir miedo colectivo que le deje claro a ese pueblo que “no hay 

nada” que puedan hacer para levantarse ante el sistema de gobierno y que la “justicia” les pertenece.  

 

4.3.4.  Caso concluyente TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ D.C. SALA DE DECISIÓN PENAL, con radicación  

110016000000202100006-05  

 
El pasado 27 de febrero de 2025, en un hecho poco usual, la Fiscalía en cabeza de la fiscal Abadía, fiscal 

tercera delegada ante la Corte Suprema de Justicia,  solicitó a la sala de casación penal de la Corte Suprema 

de Justicia, en el marco de la audiencia pública para la sustentación del recurso de casación con el radicado 

67332, presidida por el Magistrado Hugo Quintero Bernate, la anulación de la sentencia condenatoria contra 

GAPV, por los delitos de concierto para delinquir en concurso heterogéneo, cómplice de los delitos de 

terrorismo y daño en bien ajeno agravado.  

Los hechos por los cuales fue acusada GAPV, en los que nuevamente, como en el caso de DBR, conocida 

como Epa Colombia, aparece como víctima Transmilenio S.A., son los siguientes:  

 

“De su lado, GAPV, contribuyó como parte de la organización criminal desde el 19 de noviembre de 2019 

hasta el 25 de febrero de 2020, con la participación activa en las protestas sociales en Bogotá y coordinó 

actividades ilícitas facilitando de manera previa y concomitante el adoctrinamiento y reclutamiento de 

diferentes personas, generalmente jóvenes, para ser utilizados como instrumentos de acciones vandálicas 

en el desarrollo de las marchas pacíficas adelantadas por la ciudadanía, esto con alias “Justo” y alias 

“Martín”. A su vez, era la encargada de seleccionar y reclutar el personal para la conformación de un grupo 

denominado “COLECTIVO”.  Sentencia de segunda instancia del TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. SALA DE DECISIÓN PENAL, con radicación  

110016000000202100006-05.161  
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En lo referente a este caso, la prensa registró la noticia, planteando a la Fiscalía, como si de ésta hubiera 

surgido la solicitud de revocatoria de la sentencia de la acusada, y eso, no es preciso, pues la solicitud tiene 

origen en el recurso de casación interpuesto por el abogado de la acusada, Sebastián Escobar Uribe, y la 

intervención de la Fiscalía, corresponde a la respuesta de esta, respecto de la demanda presentada por la 

defensa de GAPV,. 162 

 

 

El abogado defensor expuso, entre otros argumentos, cómo la condena de su representada estuvo basada en 

la violación indirecta a la ley sustancial por “Falsos juicios de raciocinio”, en los que incurrió el Tribunal 

Superior de Bogotá, y manifestó la preocupación ciudadana por lo que calificó como “ligereza 

argumentativa” con la que se están profiriendo y controlando mediante los recursos las condenas.  

 

En su intervención ante la Corte, el abogado defensor, presentó un ejemplo de falso juicio de raciocinio, en 

los que habría incurrido el Tribunal Superior de Bogotá: “abro comillas”, “en una comunicación Moreno le 

dijo a Villarraga Trujillo, que la Pola”, “refiriéndose con la Pola a GAPV,”, “tiene un plan de trabajo 

importante, toca que hable con ella y le comente a ver cómo es que es la estrategia de trabajo”. 

“Manifestaciones que reflejan el ánimo de permanencia y el modo de operar de la organización, con la 

innegable finalidad de infiltrar y generar el caos en la protesta social, más no simples reuniones políticas ni 

académicas como infructuosamente lo quieren presentar los apelantes”. Cuestionó entonces el abogado 

defensor la conclusión del Tribunal, que es entonces la premisa de que todo plan de trabajo corresponde a 

una actividad de una organización criminal e ilegal.163 

 

 

La fiscal Gloria Marcela Abadía Cubillos, comenzó su intervención en el caso de GAPV,, exponiendo lo 

siguiente: “corresponde abordar el problema jurídico, a partir de un ejercicio de ponderación entre el 

derecho fundamental a la protesta pacífica y el derecho de reunión, frente a los fundamentos 

constitucionales y dogmático penales en la interpretación de los delitos de concierto para delinquir, 

terrorismo y daño en bien ajeno en contextos de protesta social”. 164  

 

La posición de la Fiscalía muestra un claro giro, reconociendo la ponderación que debe contener la 

evaluación de las conductas punibles en un contexto de protesta social.  

 

Recordó también la fiscal, que, “los estándares constitucionales e internacionales de derechos humanos, 

también han enfatizado que el orden público no puede ser invocado para suprimir o desnaturalizar derechos 

y que debe ser comprendido de acuerdo a lo que demanda una sociedad democrática, sin interpretaciones 

extendidas de forma de participación criminal, caracterizadas por razonamientos sesgados o 

descontextualizados de los derechos de reunión, manifestación y protestas propios de la ciudadanía ”. 165 
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Esta nueva postura de la Fiscalía, es una forma de cuestionar la tipificación de las conductas, desconociendo 

estándares internacionales, situación en la que derivó la directiva 0002 de 2021. 

 

La solicitud de la Fiscalía a la CSJ para que case parcialmente la sentencia contra GAPV,, declarándola no 

responsable por los delitos de concierto para delinquir en calidad de autora y como cómplice de terrorismo 

y daño en bien ajeno, reconociendo la validez de la solicitud de la defensa, reiterando los errores de los 

jueces de primera y segunda instancia, es un manifesto reconocimiento de los errores de la fiscalía en la 

imputación de cargos.   

 

Cuando GAPV, fue condenada junto a las demás personas procesadas en este caso, sectores políticos lo 

celebraron y lo promulgaron como prueba de  

 

La acción de la Fiscalía en todos los casos presentados, presenta un común denominador con la imputación 

de delitos de forma desproporcionada, en un hilo conductor que deriva de la falta de independencia judicial, 

que comienza con la decisión del presidente Iván Duque de ternar a Francisco Barbosa y su posterior 

elección como Fiscal General, siendo conocida su cercana amistad. Posteriormente en congruencia con la 

política del gobierno de Iván Duque, el Fiscal Barbosa cambia la directiva de los lineamientos para la 

investigación de los delitos en el marco del estallido social, que no había tenido cambios desde el 2016, y 

que claramente se usó como arma contra la protesta social, como si el ente acusador tuviera la misionalidad 

de emitir políticas de contención de la protesta.  

 

Los procesos judiciales de los jóvenes manifestantes, son un campo de batalla ética, moral y política, como 

señaló Ferrajoli, al derecho penal.  En esa batalla desigual, la fiscalía se alzó con el trofeo de la derrota de 

lo sustancial frente al derecho procesal con la directiva 0002 de 2021, cambiando los lineamientos de la 

investigación.  

 

El ente acusador como refirió la Magistrada de la CSJ, Myriam Ávila Roldán, en su salvamento de voto, 

frente a la Sentencia de Epa Colombia, incurrió al imputar el delito de instigación al terrorismo, en una 

tipificación que infringe los principios de estricta tipicidad y debido proceso. Otro golpe del derecho 

procesal contra el sustancial, con el único objetivo de inflingir castigo y sufrimiento. Una lapidación pública 

del manifestante.  

 

La Magistrada advierte en el salvamento de voto, que la Fiscalía realizó una evidente calificación jurídica 

ilegal, pues la conducta cometida no correspondía al delito de terrorismo sino al delito de daño en bien 

ajeno. Esa calificación jurídica desproporcionada, ocasionó no solo el aumento de la pena contra la 

procesada, sino que la dejó sin la posibilidad de mecanismos sustitutivos a la prisión carcelaria. Una acción 

antiética e inmoral del sistema judicial. 
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CONCLUSIONES 

 

El escenario de represión y criminalización de la protesta social en Colombia, ha sido una constante en el 

país, es una política de Estado, como se pudo evidenciar en el primer capítulo. La protesta social es una de 

las víctimas del punitivismo en Colombia, un país donde el Estado de derecho se ha quedado en el papel, 

pero la realidad es un Estado de necesidad para el pueblo y una “democracia” de los poderes económicos y 

hegemónicos, que impone su poder fetichizado.  

 

En el ejercicio de ese poder fetichizado, esos poderes son los dueños de la “justicia”. La independencia 

judicial es solo una falacia y la justicia para el pueblo no es más que una utopía.  

 

Las directivas de la Fiscalía para emitir lineamientos en el marco de la protesta social, son parte del “kit”,  de 

los gobiernos de turno, como lo expreso el padre Javier Giraldo en la publicación Noche y Niebla, “El 

aparato judicial ha ido configurando un paquete, o especie de kit estandarizado, con el cual acusa a los 

participantes en las protestas; les endilga: “concierto para delinquir, rebelión, terrorismo, obstrucción de 

vías, perturbación del transporte público, actos vandálicos, ataques a la fuerza pública, secuestro simple 

agravado, tortura agravada, homicidio agravado en grado de tentativa, hurto calificado y daño en bien ajeno 

agravado”. 166.  Unas directivas que en los casos más aberrantes obedecen a las políticas represivas del 

ejecutivo, como ocurrió en el gobierno de Iván Duque Márquez, y la política para criminalizar la protesta 

emitida por el exfiscal Francisco Barbosa, como un arma del estado para neutralizar las manifestaciones 

mediante la generación del miedo social a la judicialización.  

 
En el análisis de los casos se devela un modus operandi de la fiscalía, con policías de civil infiltrados, la 

misma tipología de las “víctimas”, y la misma fórmula para imputar delitos. Es la fiscalía un teatro del 

“justiciero”, el inquisidor, el mandadero del poder para lapidar a todo aquel que se le atraviese en el camino 

de mantener el statu quo de desigualdad y saqueo del país. “ 

 

El salvamento de voto de la Magistrada Myriam Ávila Roldán, en el caso de DBR, como voz disidente en 

el escenario unánime de represión y corrupción judicial, que se atrevió a romper el esquema y expuso la 

ilegalidad de la actuación de la Fiscalía, es una confirmación de que el ente acusador es un arma 

criminalizadora contra la protesta social.  

 

La solicitud de la FGN a la CSJ, de casar la sentencia contra GAPV,, constituye una conclusión fundamental 

en la presente investigación, que planteó como hipótesis, que la Fiscalía General de la Nación, se apartó de 

su misionalidad para convertirse en un instrumento del ejecutivo para reprimir, neutralizar y criminalizar 

la protesta social en Colombia. El trabajó logró probar la hipótesis y convertirla en un enunciado verificado.  

 

La constitución de 1991 no garantiza la independencia judicial de la Fiscalía, mientras sea el ejecutivo quien 

escoja la terna y la Corte Suprema de Justicia sea quien lo elige, un órgano sin poder alguno otorgado por 

el soberano, desprovisto de la legitimidad que reclama la justicia.  
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Colombia no cuenta con un marco legal que proteja la protesta social de la manipulación del código penal 

a través de directivas de la fiscalía, como se pudo evidenciar en el capítulo III mediante el análisis de las 

mismas y su impacto sobre las imputaciones a los detenidos en el marco de la protesta social.  

 

Se pudo concluir, que no hay tal garantía del derecho a la protesta social,  en el marco de un Estado que 

tiene la potestad de cambiar la relación ESTADO-CIUDADANO, fetichizando el poder y emitiendo 

normatividad para restringir y criminalizar el derecho a la protesta.  

 

Este trabajo logra demostrar el impacto de la nula independencia judicial, en la elección del Fiscal General 

de la Nación,  que deriva en fiscales que emiten directivas frente a la protesta social en congruencia con el 

tipo de coyuntura que obedezca  a las necesidades políticas del ejecutivo para neutralizar el descontento, 

una acción clara y contundente contra la garantía del ejercicio del derecho a la protesta.  

 

Esta investigación, llama al debate sobre si la protesta social es realmente un derecho o es una forma de 

permitir cierto desahogo social controlado por las élites. Y, entonces, es también un llamado a cuestionarnos 

el Estado Social de Derecho, y si en el escenario de la Democracia de las Élites, puede existir la igualdad 

ante la ley, pues demostró este trabajo de investigación, con el análisis de los casos, que la igualdad ante la 

ley no es más que una utopía en Colombia.  

 

Abordó este trabajo, la forma en que la justicia opera estratificando al ciudadano, y que la ética judicial ha 

quedado en la penumbra, lo que invita a una urgente reflexión y debate nacional, sobre qué clase de Estado 

es Colombia y frente al entierro del derecho sustancial.  

 

El trasegar de esta investigación, tiene por objeto que el lector se pregunte, si en un verdadero Estado de 

Derecho sería necesaria la protesta social, o si esta existe justamente, porque estamos ante el peligro de 

falsos Estados de Derecho. que sólo la conciben bajo sus límites, sin permitir de ningún modo, el alcance 

de revolucionar el Estado como decisión y ejercicio de la potentia como el único poder legítimo. 

 

 

La no existencia de una fiscalía como órgano independiente y autónomo, consume la aplicación de las 

normas al quedar supeditada a la conveniencia y criterio político , es decir, que el campo político subsume 

las normas jurídicas a su conveniencia y  derrota  el derecho sustancial y el Estado de derecho. 

 

La falaz democracia colombiana y su aparato judicial represivo en contra de quienes resisten y se 

manifiestan, recibiendo la criminalización establecida desde el imperio de su poder revestido de la sangre 

y del sudor del pueblo colombiano, no solo asesinó a muchos jóvenes para detener el estallido social, sino 

que hoy continúa con la judicialización y las condenas como tortura. Ese Estado al que no le tiembla la 

mano para asesinar, torturar física, moral y psicológicamente a todos los que deciden poner toda su energía 

vital en busca de la liberación, lo resume el padre Javier Giraldo en la publicación Noche y Niebla, con la 

que concluyo este trabajo de investigación. 

 

“Pero todo este armazón legal de ficción, adaptado a un sistema represivo profundamente antidemocrático, 

hunde sus raíces y su lógica en la concepción de base de la “justicia” colombiana, ideada desde sus orígenes 

como un litigio: ESTADO/ENEMIGO, donde el delito fundamental o de mayor jerarquía es concebido 



como aquel que pone en peligro “la seguridad del Estado”, siendo éste, de facto, una élite acaudalada y 

minoritaria que monopoliza el poder y los recursos, y quienes ponen en riesgo su seguridad son quienes 

propenden por un Estado donde los derechos de todos los ciudadanos sean respetados y los bienes y el 

poder equitativamente compartidos”. 167 

 

 

 

RECOMENDACIONES  

1. La reforma a la constitución para la elección del Fiscal General con el fin de garantizar la independencia 

judicial del ente acusador, es indispensable como elemento fundamental del Estado Social de Derecho.  

 

2, La elección del Fiscal General debe ampliarse a elementos de democracia directa, como la observación 

del procesos a través de organizaciones de representación y veeduría ciudadana con incidencia.  

 

3. La garantía del debido proceso y el respeto a los estándares internacionales en los lineamientos de 

investigación e imputación de delitos cometidos en el marco de la protesta social, no pueden estar al vaivén 

de directivas emitidas de acuerdo a las políticas del ente acusador en cabeza del fiscal de turno, sino que 

deben ser elevadas a un marco de ley., que garantice, al menos en la norma, el respeto a los lineamientos 

de respeto y garantías a la no criminalización indebida de la protesta social 

 

4. Al ser la protesta social un ejercicio de participación, también debe crearse un mecanismo de veeduría 

ciudadana a los procesos judiciales, derivados de conductas cometidas en el marco que garantice y que 

verifique el cumplimiento de los lineamientos y estándares internacionales de protección a este derecho. 
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